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Después de varios años de coraje y persistencia la vida nos trae 
momentos para regocijarnos de una victoria, en los que las 
palabras, seguramente no escuchadas, o los símbolos inertes en 
un papel, seguramente no leídos, son insuficientes para 
descifrar su significado, quedando solo la posibilidad de 
exteriorizar el sentimiento de alegría que embarga nuestro 
corazón. La importancia de este momento y la alegría que 
representa, estoy seguro, no es sólo para mí, sino también para 
las personas que amo: mis Padres: Rodrigo y Luisa, mi esposa: 
María, y mis hijas: Danna y Karen… Gracias Dios por la 
fortuna de tenerlos hoy a mi lado.1 
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A la más bonita bendición del Todopoderoso, mis padres, 
Floresmiro Ortiz y Enilse Aristizábal, las palabras jamás 
podrán describir el gran amor y la infinita gratitud que siento 
por ustedes. 
 
A Raúl Jiménez porque la amistad y el amor verdadero no 
encuentra límites en la distancia ni en la adversidad.2 
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El  Departamento Administrativo de Seguridad “DAS”, órgano estatal que desde su origen 
en el año de 1953, fue instituido bajo el concepto de “servicio de inteligencia” en aras de 
atender en forma especializada todo aquello que tuviera que ver con “la seguridad interior y 
exterior de la Nación y al régimen Constitucional” 4, durante varias décadas cumplió tales 
cometidos, sin embargo, luego de una larga reforma interna del país, bajo el predominio de 
coyunturas políticas y sociales que llevaron un nuevo modelo de Estado con la expedición 
de la Constitución Política de 1991, el ejecutivo en ejercicio de las atribuciones conferidas 
por la norma superior, además de las funciones ya encomendadas, le asignó aquella de 
llevar los registros delictivos y de identificación nacionales y expedir los certificados 
judiciales con base en el canje interno y en los informes o avisos que las autoridades 
judiciales de la República debían rendir oportunamente.  
 
En este campo es pertinente recordar que el Constituyente de 1991, estableció en el 
Artículo 248 de la norma fundamental, que tienen la calidad de antecedentes penales 
únicamente las condenas proferidas en sentencias judiciales en forma definitiva. Así las 
cosas, en consideración de la función supra citada, el Departamento Administrativo de 
Seguridad “DAS” expidió hasta enero de 2012 los certificados judiciales y de policía, bajo 
el amparo de las facultades que le fueron conferidas para reglamentar la materia. 
 
Para abordar el presente tema de investigación es preciso definir, en primer lugar, el 
concepto y naturaleza del certificado judicial, documento público por medio del cual se 
certificaba la situación judicial de un ciudadano frente a la administración de justicia, es 
decir, indicaba si el titular tenía o no asuntos pendientes con las autoridades judiciales.  
 
Lo anterior para señalar, en segundo lugar, que las actuaciones administrativas por medio 
de las cuales se ha venido reglamentando la expedición del certificado judicial de 
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 Tomado de la página web oficial del Departamento Administrativo de Seguridad DAS http: 




antecedentes penales, establecieron condicionamientos que parecieran atentar contra la 
efectiva garantía y goce de derechos fundamentales, puesto que, a pesar que el sujeto 
(titular de la información) había cumplido la pena o se había beneficiado del fenómeno de 
la prescripción de la misma, el referido documento persistía en evidenciar,  en forma 
expresa o tácita, que la persona tenía antecedentes penales, información no actualizada que 
puede generar una discriminación odiosa y violatoria de principios, valores y derechos 
constitucionales.   
 
Si bien, con la expedición del decreto ley 19 de 2012, conocido como ley anti trámites, se 
suprimió el “documento” certificado judicial, los antecedentes penales de una persona 
continúan siendo públicos en la medida que estos pueden ser consultados en línea 
ingresando a la página web de la Policía Nacional, pues es a esta a quien se le ha facultado 
como operador de dicha información. 
 
Es incuestionable que el acceso y la publicidad de la información sobre  antecedentes 
penales debe estar en consonancia con el respeto por los derechos fundamentales, empero, 
apresuradamente se puede establecer que en tema de antecedentes penales existe un 
desarrollo doctrinal superfluo, así como un interés ínfimo del Estado para reglamentar la 
materia en forma expresa e integral, de lo cual surge la imperiosa necesidad del 
conglomerado social de impedir que las autoridades del Estado se aparten, en el ejercicio de 
sus funciones, de los preceptos iusfundamentales de la Constitución, entre tanto que, en el 
pacto social pareciera no encontrarse un mecanismo eficiente y definitivo para equilibrar la 
renuncia de derechos y libertades frente el bien común deseado.  
 
Así, la presente investigación pretende determinar si es válido afirmar que, dichas 
actuaciones administrativas son violatorias de los principios de Supremacía Constitucional, 
imprescriptibilidad de la pena y del derecho fundamental al hábeas data; y si existe en el 
ordenamiento jurídico Colombiano una garantía constitucional o legal que en forma 
definitiva impida la publicación de antecedentes penales cuando el individuo cumplió la 




conforme a los principios y valores Constitucionales, el tema del derecho al hábeas data 
con relación a los antecedentes penales, hasta ahora han sido efectivos o por el contrario 
resultan inanes. 
 
Para este propósito académico se utilizará un método de investigación cualitativo básico a 
partir de principios teóricos analizados desde hechos sociales (fenomenológicos), referentes 
doctrinales, normativos, y jurisprudenciales; interactuándolo con el método cuantitativo 
para realizar ponderaciones de algunas muestras estadísticas adecuadas para evaluar la 
causalidad problemica, alcanzando de esta manera llegar a la cumbre de algunas 
conclusiones generalizadas. Dirigida en este propósito, la presente investigación intenta 
exponer algunas reflexiones sobre el problema que se plantea de la siguiente forma; ¿Son 
respetuosas del principio de Supremacía Constitucional, imprescriptibilidad de la pena y del 
derecho fundamental al hábeas data las actuaciones administrativas que regulan la 
certificación de antecedentes penales en Colombia? 
 
Como quiera que la fenomenología se debe analizar de acuerdo con las particularidades de 
cada caso, la presente investigación hará énfasis en el análisis de los efectos negativos que 
en cierto momento pueden recaer en el derecho fundamental al hábeas data, entre tanto que, 
éste siempre resultará amenazado o vulnerado en el supuesto de un manejo inadecuado de 
la información de datos personalísimos, sin negar la posibilidad de hacer referencia en 
menor medida a otros que aunque son autónomos están estrechamente correlacionados con 
este; en consecuencia el objetivo general consiste en analizar si las actuaciones 
administrativas, en lo relacionado con la  reglamentación sobre antecedentes penales, son 
respetuosas del principio de Supremacía Constitucional, imprescriptibilidad de la pena y de 
los derechos fundamentales como el hábeas data
5
, para lo cual deberá responder a los 
siguientes objetivos específicos: 
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 En cuanto a la restricción del goce efectivo de los derechos fundamentales, se tendrán en cuenta los términos 
fijados por la jurisprudencia, en la que se ha admitido que el artículo 15 constitucional contiene al menos tres 
perspectivas diferentes. En este sentido, la Corte Constitucional ha manifestado que “…A partir de la 
sentencia T-552/97, la jurisprudencia de la Corte deslindó como dos derechos autónomos estos dos conceptos, 
para concluir entonces que el artículo 15 de la Carta consagra en su texto tres derechos constitucionales 





(i) Indagar sobre el origen y evolución histórica de la certificación de antecedentes 
penales en Colombia. 
(ii) Analizar las consideraciones (“ratio decidendi”) de algunas de las decisiones proferidas 
por las altas Cortes (en sede de tutela) sobre el tema de investigación. 
(iii) Evaluar la pertinencia de expedir y/o publicar antecedentes penales cuando el titular de 
la información cumplió la pena o ésta se encuentra prescrita. 
(iv) Identificar los instrumentos judiciales que garantizan el goce efectivo de los derechos 
fundamentales, su aplicación y alcances,  por la publicación de información no 
actualizada en materia de antecedentes penales. 
 
Resultados esperados en la presente investigación: Publicación del informe final, como 




























ANTECEDENTES Y MARCOS DE REFERENCIA 
 
 
1. ESTADO DEL ARTE 
 
Luego del rastreo a las fuentes de información referentes al tema de investigación se 
establecen los siguientes hallazgos: una investigación profesoral de la Universidad de los 
Andes del año 2004, una investigación del Ministerio de Tecnologías de la Información y 
las Comunicaciones del 30 de octubre de 2009, un estudio comparativo del año 2010 
publicado en  la revista InDret- revista para el análisis del derecho;  un informe (borrador 
sujeto a discusión, versión 1 de agosto de 2011) elaborado por la Defensoría del Pueblo y 
un artículo publicado en la revista Electrónica de Ciencia Penal y Criminológica del 13 de 
septiembre de 2011. 
 
1.1. Investigación Profesoral “El tratamiento de datos personales sensibles, sobre 
antecedentes penales, de residencia y para fines de seguridad nacional: análisis 
comparado y sectorial. Bogotá D.C, Universidad de los Andes. Facultad de 
Derecho”6  
 
En esta investigación se hace todo un análisis del tratamiento normativo que la Unión 
Europea, la República de Francia, la República Federal de Alemania, España, la República 
de Italia, Gran Bretaña, Estados Unidos de América, Canadá, Estados Unidos Mejicanos, la 
República de Argentina, la República de Chile y finalmente la República de Colombia, dan 
a la información personal referente a los datos sensibles sobre antecedentes penales y de 
residencia de una persona en un territorio.  
 
Para entonces, (2004) se concluyó que en Colombia existía un vacío legislativo evidente en 
cuanto a la protección de datos personales, se menciona el proyecto de ley estatutaria de 
                                                 
6HERNANDEZ, Carolina. El tratamiento de datos personales sensibles, sobre antecedentes penales, de 
residencia y para fines de seguridad nacional: análisis comparado y sectorial. Investigación Profesoral. Bogotá 




protección de datos personales LEPDP el cual se archivó por vencimiento de términos y el 
proyecto No. 139 de 2004 Cámara “Por la cual se regula integralmente el derecho 
fundamental al habeas data y demás libertades y derechos fundamentales de las personas en 
lo que respecta al tratamiento de sus datos personales a través de bases de datos públicas y 
privadas y se dictan otras disposiciones”, el cual establecía que los antecedentes penales 
constituían un dato negativo. 
 
Consideró la autora de la investigación que el tratamiento de información tan sensible como 
los antecedentes penales, a pesar de no ser considerados de esta naturaleza, resulta muy 
riesgoso, dadas las decisiones discriminatorias y la violación de derechos fundamentales 
que puede generar. En este punto, expresa que un tratamiento inadecuado de la información 
justificado en la seguridad nacional, puede vulnerar el derecho a la dignidad humana, la 
igualdad, la intimidad personal y familiar, la honra y el buen nombre.   
 
Por lo anterior, concluyó que es fundamental implementar una regulación exhaustiva y 
preventiva referente a la protección de los datos personales. Teniendo en cuenta sus fases 
de recolección, almacenamiento, utilización y cesión respetando la facultad del titular de la 
información a ejercer el derecho al hábeas data , asimismo recomendó que el tratamiento 
normativo de dicha información debe incluir la prohibición de acceso sin previo 
consentimiento del titular del dato, asignar la vigilancia del uso correcto de los bancos de 
datos a una entidad de tipo administrativo, verbigracia, la Procuraduría General de la 
Nación y fundamentalmente determinar el tiempo de vigencia, después del cual se deba 
suprimir la información publicada sobre la persona, con el fin de garantizar que los datos 
desfavorables sobre antecedentes penales, no pesen sobre la misma el resto de su vida. 
 
1.2. Investigación sobre la satisfacción del cliente adelantada por la Unión Temporal 
Sigma Dos-DDB, bajo la dirección del Ministerio de Tecnologías de la 
Información y las Comunicaciones. “Evaluación del servicio de la obtención del 




seguridad – DAS –, desde la perspectiva usuario, no usuario, empresas y 
entidades”7.  
 
Este  estudio de percepción, se combinaron técnicas cualitativas y cuantitativas de 
recolección de la información a través de una serie de encuestas telefónicas y presenciales a 
personas que habían realizado el trámite del certificado judicial en línea, personas que lo 
habían realizado presencialmente, entidades y empresas, con el fin de medir el impacto de 
la implementación del trámite en línea y proveer información relevante al entonces 
Departamento Administrativo de Seguridad – DAS que le permitieran identificar fortalezas, 
debilidades, oportunidades y amenazas del mismo. 
 
Dentro de las conclusiones se observa que la mayor afluencia de usuarios del servicio en 
línea se dio en Bogotá, con una tasa del 81% cuyo perfil fue de ciudadanos de sexo 
masculino, entre los 25 y los 38 años, con estudios universitarios y de postgrado, 
laboralmente activos. 
 
                                       CUADRO Nº1  
 
                                                
 
                                                 
7
MINISTERIO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES. Evaluación 
del servicio de la obtención del certificado judicial en línea dispuesto por el departamento administrativo de 
seguridad – DAS –, desde la perspectiva usuario, no usuario, empresas y entidades. Investigaciones de 







                                                 CONTINUACIÒN CUADRO Nº1 
 
Fuente: Diapositiva No. 20. Perfil usuarios certificado judicial en 
línea8.Evaluación del servicio de la obtención del certificado judicial en 
línea dispuesto por el departamento administrativo de seguridad – DAS –, 
desde la perspectiva usuario, no usuario, empresas y entidades. 
Investigaciones de satisfacción al cliente. 
 
La evaluación identificó el nivel de satisfacción de los ciudadanos que realizaron el trámite 
en línea; estableció cuál era el nivel de conocimiento del servicio en línea por parte de los 
ciudadanos cuyo certificado judicial fue expedido en forma presencial; identificó las 
razones por las cuales dichos ciudadanos no habían utilizado el servicio en línea y midió las 
expectativas y beneficios percibidas por  las entidades públicas y empresas. 
 
1.3. Artículo InDret revista para análisis del derecho. ¿Son las sentencias públicas? 
¿Son los antecedentes penales privados? Una comparación de la cultura jurídica de 




En este estudio descriptivo comparativo se aborda el tema de la difusión de los 
antecedentes penales. El objetivo consistió en exponer y comprender los principios 
jurídicos que fundamentan el tratamiento de los antecedentes penales en España como una 
cuestión privada a pesar que el proceso penal y las sentencias son de carácter público y 
                                                 
8 Extraído de: Ibíd., p. 20. 
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 LARRAURI Elena y JACOBS James. ¿Son las sentencias públicas? ¿Son los antecedentes penales 
privados? Una comparación de la cultura jurídica de Estados Unidos y España. En: InDret revista para análisis 




compararlo con el sistema norteamericano en el que, conforme a los principios jurídicos de 
publicidad de los procesos, control judicial y libertad de expresión se legitima la 
divulgación de los antecedentes penales.  
 
Para esto los autores analizan seis sentencias de los tribunales españoles, y una Resolución 
de la Agencia Española de Protección de Datos, referidas al acceso a las sentencias y 
publicidad y se comparan con una hipotética resolución en Estados Unidos. Para empezar 
resaltan que el tema de los antecedentes penales no ha sido objeto de excesiva atención en 
la doctrina penal española, no obstante existe una presunción generalizada que el hecho de 
poseer antecedentes puede comportar importantes consecuencias para el futuro laboral de la 
persona y para el ejercicio de sus derechos cívicos o familiares, constituyendo una „pena 
invisible‟ que se suma a la pena impuesta. 
 
El quid de la discusión es si la información sobre los antecedentes penales debería ser 
accesible o no, conforme a la libertad de expresión, transparencia judicial, prevención y 
seguridad individual y social y por otro lado con los derechos a la protección de la 
intimidad, la dignidad y la rehabilitación. 
 
Así las cosas, observaron que el caso estadounidense discrepa radicalmente con la ley y la 
práctica europea. En EE.UU, el acceso a la reseña delictiva de una persona está 
condicionado por la cultura político-legal y por las leyes constitucionales, tanto así que 
no es posible impedir ni sancionar a la gente por divulgar información verídica sobre los 
antecedentes penales de una persona, la libertad de acceso y difusión de los antecedentes 
penales muestra y fortalece los objetivos esenciales de prevención y retribución, propios del 
derecho penal; para los ciudadanos existe el interés legítimo de ser informados sobre los 
antecedentes penales de las personas que contratan, con quienes realizan acuerdos 
comerciales, de los posibles arrendatarios y de los individuos con quienes mantienen 
relaciones sentimentales. Así, el derecho estadounidense y su política criminal defienden 
que el individuo pueda obtener la información necesaria para tomar decisiones comerciales 




hecho, muchas leyes federales y estatales prohíben que las personas con antecedentes 
penales puedan ocupar determinados puestos de trabajo, profesiones e industrias. 
 
En España, al igual que otros países europeos (con la excepción del Reino Unido), contrario 
a lo que sucede en Estados Unidos, reconoce ampliamente los derechos a la privacidad, la 
dignidad y el honor, lo cual protege al individuo de la posible divulgación de sus 
antecedentes penales, tanto por órganos gubernamentales como por particulares. La 
Constitución Española (art.120) y el Tribunal Constitucional reconocen el derecho a un 
juicio público pero no derivan de ello el acceso ni la publicidad de todas las sentencias. En 
consonancia con lo anterior, el Registro Central de Penados (RCP) sólo puede comunicar 
información sobre los antecedentes penales de una persona a los jueces, al Ministerio 
Fiscal, a la policía judicial y al particular interesado. Por otra parte, los expedientes 
judiciales, incluidas las sentencias penales, no están disponibles para inspección pública, en 
España, no sería conforme a derecho colgar en una página web información sobre una 
condena penal con los nombres de la persona o mantener un fichero o base de datos y 
publicarlo en una web, estas conductas serían objeto de sanción administrativa y la persona 
debería pagar una multa. 
 
En conclusión los investigadores consideran que los ordenadores, y especialmente Internet, 
hacen que la búsqueda y comunicación de información sobre antecedentes penales sea más 
rápida, barata, eficiente y difícil de controlar, por lo que no es posible determinar si el 
esfuerzo europeo y español para limitar el estigma de los antecedentes penales resistirá, o 
si, por el contrario terminarán adoptando las mismas medidas que EE.UU. 
 
1.4. Informe (borrador sujeto a discusión, versión 1 de agosto de 2011) elaborado por 
la Defensoría del Pueblo. “La institución de los antecedentes judiciales en 
Colombia desde una perspectiva de derechos humanos”10 
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La defensoría del pueblo inició el estudio de la referencia debido al conocimiento de 
varios casos de personas afectadas por el contenido del certificado judicial digital, 
instaurado a partir de 2008 por el Departamento Administrativo de Seguridad -DAS. 
 
Así, en primer lugar evidencia que la normatividad dedicada a la regulación de los 
antecedentes judiciales en Colombia es dispersa, inconexa, confusa, insuficiente, y presenta 
variados riesgos para la vigencia efectiva de los derechos fundamentales. Lo que genera 
discriminación por la información contenida en el certificado judicial digital implementado 
a partir del 2008. 
 
Con base en lo anterior, la Defensoría del Pueblo plantea como objetivo, propiciar una 
discusión pública que permita diseñar una verdadera política en la materia,  por medio del 
análisis de la institución de los antecedentes penales, dada la ausencia de interés por parte 
del Estado y de la doctrina nacional acerca del tema.  
 
A lo largo del informe se exponen las inconsistencias y lagunas normativas en torno a la 
naturaleza, función y consecuencias jurídicas de la institución de los antecedentes penales, 
tales como, la indeterminación de la vigencia de los mismos y la amplia utilización del 
certificado judicial. De lo cual constata que varios derechos se ven potencialmente 
amenazados o vulnerados en razón de la información publicada en el certificado de 
antecedentes judiciales, verbigracia; el derecho al debido proceso, al hábeas data, a la 
intimidad, al buen nombre, al trabajo, a no ser víctima de discriminación y el derecho a la 
seguridad personal y familiar. 
 
Concluye que el contenido del certificado debe ser regulado por ley, ya que se refiere a 
aspectos relacionados con el núcleo esencial del derecho de hábeas data de las personas. La 
excesiva amplitud de las facultades otorgadas al Director del DAS respecto de la 
administración y operación del registro de antecedentes para el establecimiento del 
contenido del certificado judicial desconocen lo dispuesto por la Constitución Política, lo 




propuesta razonable, completa, garantista, pero sobre todo conforme con el marco 
constitucional y legal. 
 
Al final del informe, en vista que la información publicada en el certificado judicial de 
antecedentes amenaza o viola los derechos fundamentales la Defensoría del Pueblo con 
fundamento en las facultades reconocidas por la Constitución, formula una cantidad 
considerable de recomendaciones.  Sin embargo, hasta la fecha, no se ha publicado el 
informe final y en consecuencia las recomendaciones indicadas al final del mismo no han 
sido tenidas en cuenta. 
 
1.5. Artículo revista electrónica de ciencia penal y criminología “Reinserción Laboral y 
Antecedentes Penales”11. 
 
Los autores de este artículo quienes también realizaron el estudio descriptivo del que se 
hizo mención en el numeral 3., asumen que los antecedentes penales constituyen un 
impedimento para la reintegración laboral de las personas que han cumplido una condena. 
Situación que se hace más compleja en los países en que los antecedentes penales son 
públicos, fácilmente accesibles, no se cancelan y en los que los empresarios están obligados 
a llevar a cabo controles antes de contratar a sus empleados. 
 
Teniendo en cuenta que en el año 2010 se realizaron un millón y medio de peticiones al 
Registro Central de Penados (RCP) en España, los autores se concentran en verificar cuáles 
son los empleos que según la legislación española exigen la presentación de un certificado 
de antecedentes penales (CAP) y en cuáles está prohibido. Así las cosas, en términos 
genéricos en España se exige carecer de antecedentes penales para trabajar en el sector 
público y existe una larga lista de profesiones en el sector privado en las que se hace la 
misma exigencia. 
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Determinaron asimismo que la ley, aun cuando la persona ha cumplido ya la condena, 
impide su reintegración plena a la sociedad, reiteran que en España los antecedentes 
penales son una institución penal olvidada y que las opciones de política criminal en este 
ámbito son complejas más aún cuando la población más afectada suele ser la que tiene 
menos poder (los ex presos y los inmigrantes). Cuestión que explica por qué este problema 
de política criminal permanece pobremente debatido e investigado. 
 
Concluyen que la discriminación laboral con base en los antecedentes penales es una 
cuestión político-criminal controvertida, teniendo en cuenta que los empresarios tienen un 
interés legítimo de descartar a los aspirantes o trabajadores que presenten antecedentes 
penales, las personas condenadas por la comisión de un delito son castigadas o sometidas a 
desventajas de forma desproporcionada, por cuanto son excluidas indefinidamente del 
mercado laboral y en consecuencia se ven relegadas a unas subculturas criminales y 
constreñidas a un futuro cíclico de más delincuencia. 
 
Si bien consideran que se podría insistir en que un antecedente penal no es predictivo de 
una futura conducta delictiva afirman que la realidad no descarta esa posibilidad, así 
refieren que las investigaciones
12
 han encontrado variados porcentajes de reincidencia en 
función del tipo de delito, edad y eficacia de la policía y que por el contrario no conocen 
ninguna investigación empírica que demuestre que el hecho de poseer un antecedente penal 
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2. EVOLUCIÓN HISTÓRICO - NORMATIVA DE LA CERTIFICACIÓN DE 
ANTECEDENTES PENALES EN COLOMBIA 
 
A lo largo de la historia la sociedad colombiana ha coexistido con diferentes conmociones 
interiores de mayor o menor intensidad e igualmente de largos o cortos periodos de tiempo, 
que han trascendido e influido en la vida nacional. Para el presente trabajo académico es 
indispensable rememorar los hechos ocurridos el 9 de abril de 1948, conocidos como el 
Bogotazo, tras la muerte violenta de Jorge Eliecer Gaitán candidato presidencial de la 
época, se desató una violencia convertida en guerra civil a lo largo y ancho del territorio 
nacional dando como resultado la instauración de un Gobierno militar a la cabeza del 
extinto General Gustavo Rojas Pinilla el 13 de junio de 1953. 
 
Dentro de las diversas medidas adoptadas por la dictadura militar en aras de conjurar el 
restablecimiento del orden público estuvo la expedición del Decreto 2872 de 1953 con el 
cual se creó el Departamento Administrativo del Servicio de Inteligencia Colombiano 
“SIC”, más adelante dicho organismo oficial sufrió cambios con el Decreto 1717 del 18 de 
junio de 1960, expedido por el gobierno de Alberto Leras Camargo, siendo sustituido por el 
Departamento Administrativo de Seguridad “DAS” organismo que igualmente sufrió 
diversas reestructuraciones por los gobernantes de turno pero manteniendo siempre su 
finalidad funcional cual era el servicio de inteligencia del Estado, pues con ello se pretendía 
que existiera un establecimiento especializado en todo aquello que repercutiera en la 
seguridad nacional (interna y externa) y por ende contra el régimen constitucional del país; 
dentro de las tareas asignadas para cumplir dicho fin le fue atribuida la competencia de 
almacenar y operar la información concerniente a la reseña delictiva, cancelación de 
antecedentes y expedición de Certificados Judiciales y de policía, de los nacionales, función 
que adquirió suma importancia, pues esta información no solamente era útil para las 
autoridades judiciales, sino que terminó por formar parte de un requisito indispensable para 





Es importante advertir que el certificado judicial tuvo origen antes de la creación del 
Departamento Administrativo de Seguridad DAS, sus inicios se remontan al certificado de 
identidad personal regulado por el decreto 884 del 14 de abril de 1944
13
. Este documento 
era expedido por las oficinas de identificación personal de la Policía Nacional y certificaba 
que su portador no había cometido delitos contra el Tesoro Público ni contra la propiedad 
particular. Su presentación era necesaria para tomar posesión de cualquier empleo nacional, 
departamental o municipal. 
 
Una vez despejado el origen del Departamento Administrativo DAS y del certificado 
judicial, es pertinente resaltar que por medio de la ley 15 de 1968
14
, el Congreso autorizó al 
Gobierno Nacional para establecer por medio del Departamento Administrativo de 
Seguridad “DAS” lo relacionado con las características, especificaciones, vigencia, uso y 
valor de adquisición de las cédulas de extranjería y los certificados de conducta, es decir el 
certificado judicial. Asimismo determinó que los dineros provenientes de la adquisición de 
estos documentos, se destinarían preferentemente a gastos de inversión para instalaciones 
de las dependencias del Departamento Administrativo de Seguridad “DAS”. 
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, mediante la cual se creó el Fondo 
Rotatorio del Departamento Administrativo de Seguridad, ratificó la autorización conferida 
al Gobierno Nacional para reglamentar lo relacionado con los modelos y el valor de las 
cédulas de extranjería, certificados judiciales y carnés mencionados en dicha ley.  
 
En el ocaso de la década de los 80´s. 
 
Durante el gobierno de Belisario Betancour, en concordancia con las facultades supra 
citadas, se expidió el decreto 2398 de 1986
16
 "por el cual se dictan normas sobre reseña 
delictiva, cancelación de antecedentes y expedición de certificados judiciales y de policía". 
En sus veinte artículos, el decreto reguló el modelo del certificado judicial de antecedentes, 
señaló las personas que ostentaban la facultad de acceder a la información contenida en el 
certificado y por último la forma de cancelar los antecedentes.  
 
En principio expresó que los archivos, por regla general, eran de carácter reservado, por 
tanto el Departamento Administrativo de Seguridad DAS, sólo podría expedir certificados o 
informe de las anotaciones; i) a los peticionarios respecto de sus registros, ii) a los 
funcionarios judiciales y de policía que adelantaran investigación relacionada con la 
persona de quien se solicitaban y iii) a las autoridades administrativas siempre que 
necesitaran conocer los antecedentes de personas llamadas a ejercer cargos públicos.  
 
Por otra parte contempló el deber, en cabeza del Jefe del DAS, de cancelar los antecedentes 
registrados con relación a fallos condenatorios siempre que se configurara alguna de las 
siguientes hipótesis: i) Cumplimiento de la pena, ii) prescripción de la pena y iii) Cuando 
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por haber transcurrido un tiempo igual o mayor al estipulado en el Código Penal, se llegare 
a considerar que la pena se encontraba prescrita. Dicha cancelación procedía de oficio o a 
solicitud de parte siempre que mediara previo informe del Jefe de la División de 
Laboratorios e Identificación o de la División de Extranjería y concepto de la Oficina 
Jurídica de la Institución. 
 
Adicionalmente reguló lo concerniente a las leyendas o fórmulas gramaticales que debían 
contener los certificados, según el titular registrara o no antecedentes, de la siguiente forma: 
si se había concedido excarcelación, libertad condicional o condena de ejecución 
condicional el certificado debería contener la fórmula "NO ES SOLICITADO POR 
AUTORIDAD JUDICIAL O DE POLICIA"; y si el titular no hubiere sido procesado, o si 
el Jefe del "DAS" hubiere decretado la cancelación de antecedentes, o hubiere recaído fallo 
definitivo a favor del sindicado, se debía emplear la fórmula "NO TIENE ASUNTOS 
PENDIENTES CON LAS AUTORIDADES JUDICIALES O DE POLICIA". 
 
Para efectos de la cancelación se estableció por una parte que los sindicados de delitos 
tenían la posibilidad de presentar al Departamento Administrativo de Seguridad en 
cualquier tiempo, copias auténticas de sentencias, autos interlocutorios y decisiones en que 
las autoridades dispusieran aclarar, variar o modificar la situación anotada en los 
respectivos archivos y prontuarios. 
 
Bajo el marco de un nuevo modelo constitucional de 1991. 
 
El certificado de antecedentes penales se instituyo como necesario verbigracia para la 
posesión de quien fuere nombrado para ocupar un cargo o empleo público o para la 
celebración de un contrato de prestación de servicios con la administración
17
, la ley 190 de 
1995 señaló en concordancia con el art. 248 de la Constitución de 1991, que sólo podrían 
considerarse como antecedentes las providencias ejecutoriadas emanadas de autoridad 
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competente. El decreto 2150 de 1995
18
 por su parte expresó que cuando las entidades de la 
Administración Pública requirieran la presentación de los antecedentes judiciales o de 
policía, disciplinarios o profesionales acerca de un ciudadano deberían solicitarlos 
directamente a la autoridad correspondiente, con previa autorización escrita del titular de 
los certificados. 
 
Luego, durante el gobierno de Álvaro Uribe Vélez, se expidió el decreto 3738 de 2003
19
 
“por el cual se dictan normas sobre reseña delictiva y expedición de certificados judiciales 
y se reglamenta el decreto 218 de 2000”, el cual derogó el Decreto 2398 de 1986 e indicó 
que correspondía al Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, “expedir los 
certificados judiciales a nivel nacional, con base en la información que repose en sus 
archivos”,  paso seguido confirió al Director de la entidad la facultad de establecer y 
adoptar el modelo de certificado judicial.  
 
Si bien, la norma del 2003 pareciere conservar de forma íntegra la regulación anterior, debe 
tenerse en cuenta que derogó la facultad que había sido conferida al DAS para efectos de 
cancelar los antecedentes y en su lugar confirió la facultad de adoptar el modelo de 
certificado judicial. 
 
Posteriormente el Decreto 643 de 2004 “Por el cual se modifica la estructura del 
Departamento Administrativo de Seguridad y se dictan otras disposiciones”, dispuso en su 
Artículo 2°, que el Departamento Administrativo de Seguridad tendría, además de las 
funciones que determina el artículo 59 de la Ley 489 de 1998
20
, la de “Llevar los registros 
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delictivos y de identificación nacionales, y expedir los certificados judiciales, con base en el canje 
interno y en los informes o avisos que deben rendir oportunamente las autoridades judiciales de la 
República”, entre otras. 
 
Con base en las anteriores disposiciones y con el fin de reglamentar el modelo del 
Certificado Judicial, el Departamento Administrativo de Seguridad –DAS- expidió las 
resoluciones 1041 de 2004, 1157 de 2008, 750 de 2010 y la 1161 de 2010. En un primer 
momento, la Resolución 1041 de 2004, reglamentó el modelo de Certificado Judicial, con 
el siguiente formato: “EL DEPARTAMENTO ADMINISTRATIVO DE SEGURIDAD, 
CERTIFICA: que a la fecha. El portador de este documento, cuya fotografía, impresión dactilar del 
índice derecho y número de cédula de ciudadanía que anteceden: “No tiene asuntos pendientes con 
las autoridades judiciales” o “No es solicitado por autoridad judicial”. 
 
Posteriormente la Resolución 1157 de 2008, estableció que en caso que el ciudadano 
registrara antecedentes pero hubiere cumplido la pena o ésta hubiere prescrito, se emplearía 
la leyenda, “REGISTRA ANTECEDENTES, PERO NO ES REQUERIDO POR 
AUTORIDAD JUDICIAL”, sin embargo en varios fallos de tutela se ordenó que fuera 
excluida del mencionado documento la frase “REGISTRA ANTECEDENTES” en amparo 
a los derechos fundamentales de quien había cumplido la pena o ésta hubiere prescrito.  
 
En seguida, el Departamento Administrativo de Seguridad “DAS” atendiendo la 
importancia de los Artículos 28 y 248 de la Constitución Política de Colombia, la necesidad 
de interpretar armónicamente estas normas y teniendo en cuenta la interpretación 
jurisprudencial de la Sala de Decisión de Tutelas de la Sala de Casación Penal de la Corte 
Suprema de Justicia, en sentencia 47546 de mayo 4 de 2010, Accionante Pedro Antonio 
Pira Páez, mediante la cual ordenó excluir la frase “Registra Antecedentes”, expidió la 
resolución 750 de julio 2 de 2010, por medio de la cual modificó y adicionó la resolución 
1157 en el sentido que, en caso que el ciudadano no registrara antecedentes se emplearía la 
fórmula gramatical “NO REGISTRA ANTECEDENTES” y en caso que el ciudadano 
registrara antecedentes y ya hubiere cumplido la pena o se hubiere beneficiado del 




AUTORIDAD JUDICIAL”, lo cual contrarió la parte considerativa del referido acto 
administrativo en cuanto que, era fácil para un tercero, deducir si el titular del certificado 
judicial registraba o no antecedentes penales, persistiendo de esta manera en un trato 
discriminatorio. 
 
Así las cosas y aunque la Entidad expidió la Resolución 1161 de septiembre 17 de 2010, 
“Por la cual se modifica y adiciona la Resolución 750 de 02 de julio de 2010, sobre el 
modelo del Certificado Judicial”, el artículo primero que regulaba las características del 
certificado no fue objeto de modificación alguna en cuanto a las expresiones que debían 
emplearse en caso que el ciudadano presentara o no antecedentes, de manera que el 
Departamento administrativo de Seguridad DAS continuó publicando información penal de 
carácter reservado bajo fórmulas gramaticales distintas, que permitían inferir si el titular del 
certificado tenía o no antecedentes judiciales a pesar del cumplimiento de la pena o la 





























JERARQUIA “NORMA NORMARUM” EN LOS ORDENAMIENTOS JURÍDICOS 
MODERNOS 
 
1. PRINCIPIO DE SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL  
 
Ante la pluralidad de fuentes y normas del ordenamiento jurídico, se recurrirá como 
referencia a las palabras de BOBBIO, Norberto
21
, con las que ha señalado que la unidad de 
tal pluralidad está en cabeza de la carta fundamental, algo no absoluto pero si lógico, si se 
entiende que esta es la manifestación jurídica superior de un pueblo, en la cual se consagran 
sus fines y los más altos anhelos o su deber ser fundamental, así como también, los medios 
para lograrlos; es decir hacerlos efectivos. 
 
Entre tanto, el honorable constituyente Doctor ARMANDO HOLGUIN, en su exposición 
de motivos
22
 sobre el Proyecto de Acto Reformatorio de la Constitución Política de 
Colombia Nº 68, literal A. Supremacía de la Constitución, sostuvo: “Una Constitución es, 
en último análisis, el pacto fundamental acordado por un pueblo para sentar las bases de su 
convivencia. 
 
A la constitución deben someterse y ajustarse las demás normas que los hombres 
establezcan para regir su destino común, para señalar sus derechos o dirimir sus 
controversias. 
 
Acatar la constitución como norma suprema siempre ha sido reconocido en el desarrollo de 
nuestro derecho Constitucional, resulta, en consecuencia, conveniente su inserción en el 
texto de la Carta Magna”. 
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Y así como fue discutido en varias plenarias de la Asamblea Nacional Constituyente de 
1991, este deseo se materializo en el artículo 4º superior, disposición constitucional que ha 
sido igualmente objeto de interpretación por el máximo tribunal constitucional
23
 en los 
siguientes términos: La posición de supremacía de la Constitución sobre las restantes 
normas que integran el orden jurídico, estriba en que aquélla determina la estructura básica 
del estado, instituye los órganos a través de los cuales se ejerce la autoridad pública, 
atribuye competencias para dictar normas, ejecutarlas y decidir conforme a ellas las 
controversias y litigios que se susciten en la sociedad, y al efectuar todo esto funda el orden 
jurídico mismo del estado. La Constitución se erige en el marco supremo y último para 
determinar tanto la pertenencia al orden jurídico como la validez de cualquier norma, regla 
o decisión que formulen o profieran los órganos por ella instaurados. El conjunto de los 
actos de los órganos constituidos - Congreso, ejecutivo y jueces - se identifica con 
referencia a la Constitución y no se reconoce como derecho si desconoce sus criterios de 
validez. La Constitución como lex superior precisa y regula las formas y métodos de 
producción de las normas que integran el ordenamiento y es por ello "fuente de fuentes", 
norma normarum. Estas características de supremacía y de máxima regla de reconocimiento 
del orden jurídico propias de la Constitución, se expresan inequívocamente en el texto del 
artículo 4o. citado: "En todo caso de incompatibilidad entre la Constitución y la ley u otra 
norma jurídica, se aplicarán las disposiciones constitucionales". 
 
2. GENERALIDADES SOBRE EL ORIGEN Y CONCEPTO DE HÁBEAS DATA 
2.1. Origen del hábeas data 
 
El derecho de rango fundamental de hábeas data es una institución jurídica que parte de un 
pensamiento constitucional moderno acompasado con el incremento de nuevas tecnologías 
de finales del siglo XIX, traducido en la modernización de nuevos sistemas informáticos 
cuyas repercusiones y efectos sociales obligaron a consolidar un amparo de alcance 
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fundamental en los textos constitucionales con perspectiva de salvaguardar los Derechos 
Humanos, específicamente en la protección frente a los riesgos del almacenamiento, 
registro y utilización de datos personales. 
 
A partir de esta necesidad social se puede decir que el primer texto de protección de datos 
fue la “Datenshutz” dictada en el Parlamento del Land de Hesse en la República Federal 
Alemana, del 7 de octubre de 1970, norma que dio origen a la ley federal de  27 de 
febrero  de 1977. 
 
En el sistema jurídico norteamericano se reguló el tema de manera particular en la Privacy 
Act de 1974, norma legal con la que se protegió la intimidad de las personas, cuyo origen 
nació en la preocupación ocasionada por el caso Watergate. Este caso involucró al 
mandatario Richar Nixon y algunos miembros de su gabinete, por haber ocultado el 
allanamiento hecho a la sede del Comité Nacional del Partido Democrata en las oficinas de 
Watergate, en Washington, D.C. el 17 de junio de 1972. Luego de una larga investigación 
por estos hechos, en los que además se acuso al Presidente Nixon de tener en su poder un 
sistema de grabación de cintas magnéticas en sus oficinas con las que hacia grabaciones no 
autorizadas en la Casa Blanca obstruyendo de esta manera la justicia lo llevaron a dimitir 
del cargo, convirtiéndolo en la historia de los Estados Unidos como el único presidente que 
ha renunciado a su mandato. 
 
En el Derecho Anglosajón (o common law), Inglaterra dictó su Data Protection Act en 
1984, que tiene fundamentos legales similares a la Constitución de Portugal del año 1976. 
Lugo vino la "Data Protection Act" Británica de 1984, y a la Ley Orgánica de mayo de 
1992, Española, denominada "Regulación del tratamiento automatizada de datos", como 
algunos de los referentes más importantes en el contexto mundial frente a la regulación del 
derecho fundamental de hábeas data. 
 
Por su parte el Hábeas Data Colombiano tiene su origen, o dicho de otra forma, se 




contenidas en la Constitución de 1991 y no simplemente con la lectura de los incisos 1º y 2º 
del artículo 15., constitucional. Esta institución jurídica constituye una garantía de orden 
constitucional que permea varios derechos y libertades del mismo rango, tales como el 
derecho de petición, la libertad a la información y expresión, el libre desarrollo de la 
personalidad, y los derechos que a la vez son garantizados por la norma de normas, como el 
derecho a la intimidad, el honor, la honra, el buen nombre, la imagen; entre otros 
 
2.2. Concepto de hábeas data 
 
Para aproximar un concepto sobre Hábeas Data, de los tanto que existen, es necesario 
primero analizar el contenido Etimológico de la palabra Hábeas Data, para lo cual nos 
apoyaremos en la explicación que JOSÉ CARLOS, Mallma Soto, abogado peruano en su ensayo 
sobre el desarrollo del Hábeas Data en el Perú, hace al respecto. “Hábeas, segunda persona del 
subjuntivo de "habeo, habere...", significa "tengas en su posesión", que es una de las 
acepciones del verbo; y Data, acusativo plural de "datum", es definido por los diccionarios 
más modernos como "representación convencional de hechos, conceptos o instrucciones de 
forma apropiada para la comunicación y procesamiento por medios automáticos". El 
profesor RUBÉN Flores Papkevicius
3, en su material “El Hábeas Data en la Legislación 
Uruguaya”, define al hábeas data como “el derecho que asiste a toda persona, identificada o 
identificable, a solicitar la exhibición de los registros, públicos o privados, en los cuales 
están incluidos sus datos personales o los de su grupo familiar, para tomar conocimiento de 
su exactitud; a requerir la rectificación, la supresión de datos inexactos u obsoletos o que 
impliquen discriminación”.  
 
El catedrático jurista RAÚL Chanamé Orbe
4, en su material “El hábeas data y el derecho 
fundamental a la intimidad personal” expresa que “el hábeas data es un mecanismo e 
instrumento procesal de carácter constitucional que busca tutelar el acceso a la información 
pública y autodeterminación informativa como medio para acceder, modificar, actualizar y 
corregir toda información personal o de interés público contenida en registros de entidades 





Otros autores han definido el hábeas data como una “Invasión a la privacidad”, en este 
contexto la jurisprudencia Argentina ha señalado que “la acción de hábeas data es una 
modalidad de amparo que permite a toda persona interesada acceder al conocimiento de los 
datos que consten en registros o bancos de datos públicos o privados destinados a proveer 
informes, y a exigir su supresión, rectificación, confidencialidad o actualización, en caso de 
falsedad o discriminación. Esta información debe referirse a cuestiones relacionadas con la 
intimidad y no puede ser utilizada por terceros sin el derecho reconocido a hacerlo”5.  
 
Por el contrario, el diccionario de la Real Academia de la lengua Española define el 
vocablo data, como la "nota o indicación del lugar y tiempo en que se hace o sucede una 
cosa, y especialmente la que se pone al principio o al final de una carta o cualquier otro 
documento". 
 
Acerca de la escasa doctrina encontrada sobre el tema de investigación el Profesor EDGAR 
Madrid Mayor en su obra “Inconstitucionalidad en la Constitución Referente a los 
Antecedentes Penales” 24 sustenta, cómo a partir de lo dispuesto en el artículo 248 de la 
Constitución Política se genera todo un contradictorio que confluye en inconstitucional. 
 
El profesor inicia con el planteamiento consistente en que “…los antecedentes penales es 
uno de esos temas que todo jurista conoce, pero al que no otorga más tiempo de estudio 
que el dedicado a algo sabido de antemano, razón por la cual, sus posibilidades de 
investigación están reducidas al carácter burocrático del mismo…”afirmación que sustenta 
en la escasa bibliografía que existe sobre el tema
25
, refiere que en Colombia apenas 
encontró una monografía relativa a la rehabilitación del sujeto infractor de la ley penal y 
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algunos breves artículos, dificultad igualmente establecida por los investigadores de esta 
monografía. 
 
Asimismo, afirma que las consecuencias del delito no se agotan con el cumplimiento de la 
pena; la condena, dice: “no es suficientemente dura como para saciar el débito que el 
delincuente contrae con la sociedad a la hora de delinquir, afirmaciones que echan a tierra 
toda una idea del derecho penal, que presenta el hecho delictivo como una alteración de la 
norma a la que se le sanciona con una pena, cumplida la cual el sujeto vuelve a recuperar 
su posición en la sociedad en cuanto ya ha satisfecho su culpabilidad”, en ese orden de 
ideas los antecedentes penales de una persona, los cuales se publican por medio del 
certificado de antecedentes judiciales, producen una estigmatización permanente por parte 
de la sociedad, convirtiendo así –los antecedentes- en el mayor impedimento al que el 
individuo infractor de la ley penal debe enfrentarse luego de cumplir su condena. He ahí la 
contradicción planteada por el autor, existente entre el interés de socializar nuevamente al 
individuo que infringió la ley penal, proclamado formalmente como uno de los fines de la 
pena y por otra parte, la estigmatización que acarrea la existencia misma de unos 
antecedentes penales más allá del cumplimiento de la condena. 
 
Desde su punto de vista la condena no sólo debe extinguirse con su cumplimiento, sino que 
además debería extinguir todas las demás consecuencias que trae anexas la comisión de un 
hecho delictivo; puesto que, a pesar de la existencia de un ordenamiento jurídico que 
proclama como uno de los propósito de la pena, la resocialización del individuo, no es 
posible desconocer que los antecedentes penales producen consecuencias que se prolongan 
más allá del cumplimiento de la condena. Problema socio jurídico que se pretende verificar 
y a la postre aproximar a una solución.  
 
En definitiva, el autor considera que tiene que optarse por un registro que sólo sea usado 
por jueces y tribunales para efectos de dosificar la pena, teniendo en cuenta que no es 
posible respetar por un lado el compromiso de reintegración del delincuente a la sociedad y 




suma, expresa que la tendencia real de favorecer una mayor publicidad de los antecedentes 
penales y la imposición casi obligatoria en todos los sectores sociales de presentar el 
certificado de antecedentes judiciales favorece una mayor discriminación y fortalece la 
contradicción que deviene en inconstitucional entre los fines de la pena de un lado y la 
evidente estigmatización que los antecedentes producen por otro, pues mientras que,  el 
legislador hace de suya la bandera de la resocialización del delincuente, simultáneamente 
establece reglas para que el mayor impedimento de la resocialización permanezca vigente, 



































CAPÍTULO III  
MARCO JURÍDICO 
 
1. MARCO JURÍDICO INTERNACIONAL SOBRE EL DERECHO AL HÁBEAS 
DATA 
 
1.1. Declaración Universal de los derechos Humanos (Naciones Unidas 1948). 
Artículo 19: "que todo individuo tienen derecho a libertad de opinión y de 
expresión; este derecho incluye el de no ser molestado a causa de sus opiniones, el 
de investigar y recibir informaciones y opiniones y el de difundirlas, sin limitación 
de fronteras, por cualquier medio de expresión". 
 
1.2. Pacto Internacional de los Derechos Civiles y Políticos De la Organización de 
Naciones Unidas.   Artículo 19: Nadie podrá ser molestado por causa de sus 
opiniones, toda persona tiene derecho a la libertad de expresión; este derecho 
comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda 
índole, sin consideración de frontera, ya sea oralmente, por escrito o en forma 
impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento. 
 
1.3. Carta Democrática Internacional de la Asamblea General de la Organización 
de Estados Americanos. Artículo 4: "son componentes fundamentales del 
ejercicio de la democracia la transparencia de las actividades gubernamentales, la 
probidad, la responsabilidad de los gobiernos en la gestión pública, el respeto por 
los derechos sociales y la libertad de expresión y prensa". 
 
2. MARCO JURÍDICO CONSTITUCIONAL 
 
Según las voces del artículo 15. de la Constitución Política de Colombia, el hábeas data es 
el derecho que tiene toda persona sobre la información que se haya recogido de ella en 




su exactitud, rectificación; situación que debe comportar por consiguiente, la supresión de 
datos inexactos u obsoletos que impliquen discriminación.  
 
Adelantándonos al devenir constitucional de este derecho fundamental a nivel de 
latinoamericano, como más adelante lo veremos, para efectos de situar el origen y 
desarrollo del hábeas data en Colombia tenemos que empezar por señalar que, el hábeas 
data tiene su punto de partida, como se explico supra, con la Constitución de 1991, pero 
llama la atención que revisado el articulado de la carta superior no aparece el término de 
“hábeas data” como tal, pues bien, la denominación de este derecho ha sido desarrollado 
por la legislación y la jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional, interprete 
autorizado de la constitución que ha incorporado el término cuando a tratado asuntos sobre 
el desarrollo del artículo 15. Constitucional; es aquí donde ha cristalizado dentro del 
ordenamiento jurídico interno, sus verdaderos alcances. 
 
En el anterior contexto, la Acción de Tutela ha sido empleada en varias oportunidades para 
proteger los derechos reconocidos en el Artículo 15. de la Constitución, lo que ha permitido 
construir una importante jurisprudencia sobre el hábeas data, la misma que ha cubierto el 
vacío de una legislación específica. Así lo expresaron los honorables congresistas en 
algunos de los apartes del informe de ponencia para primer debate al proyecto de ley 
estatutaria 046 de 2010 cámara – 184 de 2010 senado “por el cual se dictan disposiciones 
generales para la protección de datos personales”. Sobre sus antecedentes históricos: “El 
desarrollo del derecho de hábeas data(1) en Colombia se da inicialmente a través de 
jurisprudencia de la Corte Constitucional desde la sentencia T-414 de junio 1992 hasta T-
421 de junio de 2009 profirió más de 150 sentencias, en las cuales ha definido el alcance y 
características del habeas data así como las condiciones que deben rodear el tratamiento de 
los datos personales(2). La Corte Constitucional ha incorporado en sus fallos gran parte de 
los lineamientos contenidos en documentos internacionales emitidos por la ONU y la Unión 
Europea (3). Éstos tienen mucha importancia, pues siguen aplicándose en el caso de las 





La Constitución Política de Colombia, en el Título VIII, Capítulo 5 de las jurisdicciones 
especiales establece en el artículo 248, que  únicamente  las condenas proferidas en 
sentencias judiciales en forma definitiva tienen la calidad de antecedentes penales y 
contravencionales en todos los órdenes legales, por otra parte, el artículo 122, ibídem con 
relación al desempeño de funciones públicas establece que no podrán ser inscritos como 
candidatos a cargos de elección popular, ni elegidos, ni designados como servidores 
públicos, ni celebrar personalmente ni por interpuesta persona, contratos con el Estado, 
quienes hayan sido condenados en cualquier tiempo, por la comisión de delitos que afecten 
el patrimonio del Estado. Tampoco quien como servidor público por su conducta dolosa o 
gravemente culposa haya dado lugar a que el Estado sea condenado a una reparación 
patrimonial a menos que la asuma con su propia patrimonio. 
 
Para ser congresista (art. 179), presidente (art.197), magistrado de las altas cortes (art. 232) 
y diputado (art.299) se exige no haber sido condenado por sentencia judicial a pena 
privativa de la libertad, excepto por delitos políticos o culposos. El art. 267 constitucional 
por otra parte indica que no podrá ser elegido como Contralor General quien haya sido 
condenado a pena de prisión por delitos comunes, no hace distinción ni exclusión expresa 
de delitos políticos ni culposos. 
 
3. MARCO JURÍDICO JURISPRUDENCIAL 
 
A Continuación se señalarán algunas sentencias proferidas por la Corte Constitucional, la 
Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado, sobre el tema de investigación. 
 
3.1. SENTENCIA T N° 632/1026 
Hechos:  
 El Señor K, hace más de veinte años fue condenado por el delito de invasión de tierras, 
condena que a la fecha ya cumplió. 
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 A la fecha el Señor K, se desempeñaba como docente de una universidad del país, 
teniendo a cargo la veeduría de procesos administrativos, políticos y académicos, 
gozando de buen nombre ante la comunidad académica. 
 El diecisiete de febrero de 2010, debió solicitar el Certificado de Antecedentes 
Judiciales, para efectos de continuar laborando en la Universidad. El Certificado fue 
expedido con la siguiente leyenda: “registra antecedentes, pero no es requerido por 
autoridad judicial”. 
 
Problema Jurídico a resolver: 
¿Expedir el certificado de antecedentes judiciales de tal forma que se pueda inferir 
información sobre los antecedentes penales (aunque la pena esté cumplida o prescrita) 
viola los derechos fundamentales al buen nombre, al Hábeas Data y al trabajo? 
 
Consideraciones de la Corte: 
Teniendo en cuenta que el certificado judicial de antecedentes contiene  información 
sobre el pasado deshonroso de una persona y al tratarse de un documento público que 
es necesario exhibir para efectos de realizar actividades relacionadas con la libertad 
general de acción, la Sala de decisión consideró que la divulgación de un dato con 
información relativa a los antecedentes penales a pesar que dicha información sea 
veraz, genera un perjuicio para el titular pues debilita la reputación que ha construido o 
en caso contrario le dificulta construir una en el futuro. Por lo anterior, concluye que 
existe una interferencia a los derechos al buen nombre y al hábeas data, al poner en 
riesgo, altamente probable, la reputación del titular en la sociedad y de otra parte 
porque supone la exhibición de información que quiere que la sociedad ignore. 
 
Aclaró además, que si bien es posible que el Estado tenga la competencia para registrar 








Tuteló los derechos al buen nombre y al hábeas data del Señor K, ordenando 
nuevamente la expedición del certificado con exclusión de la información relacionada 
con sus antecedentes penales. 
 
3.2. SENTENCIA T N° 47546 DE 201027 
Hechos:  
 El Juzgado 18 Penal de Circuito de Bogotá, mediante sentencia de 12 de julio de 1995, 
el accionante fue condenado a pena principal de 12 meses de prisión por el delito de 
tráfico de influencias. 
 El día 21 de julio de 2004, el Juzgado Octavo de Ejecución de Penas y Medidas de 
Seguridad de la ciudad de Bogotá, decretó la prescripción de la pena. 
 A la fecha, el Departamento Administrativo de Seguridad – DAS- expide el certificado 
judicial de antecedentes con la anotación: “REGISTRA ANTECEDENTES”. Aún 
cuando se declaró la prescripción de la pena. 
 
Problema Jurídico a resolver: 
¿La anotación que aparece en el certificado judicial “REGISTRA 
ANTECEDENTES, PERO NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD 
JUDICIAL”  es respetuosa de los principios constitucionales y de los derechos 
fundamentales de quien pagó la pena impuesta o se benefició con su extinción por 
haber  operado el fenómeno de la prescripción? 
 
Consideraciones de la Corte: 
En criterio de la Sala la anotación que aparece en el certificado judicial, resulta 
sumamente discriminatoria para las personas que cumplieron la pena o que se vieron 
favorecidas con la prescripción de la misma. Si bien el Decreto 3738 reconoce la 
facultad del Director del Departamento Administrativo de Seguridad -DAS- para 
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adoptar el modelo de certificado, dicha potestad debe estar sujeta a los principios 
Constitucionales. La configuración del trato discriminatorio antes referido, conlleva 
necesariamente a que el titular de la información vea notoriamente reducidas las 
posibilidades verbo y gracia para acceder a un trabajo y adicionalmente al rechazo de 
la sociedad a pesar de haber cumplido la pena o que ésta se haya extinguido, medida 
que podría contrariar el ordenamiento jurídico Colombiano en el sentido que, mantener 
una anotación de tales características podría configurar un castigo adicional o una pena 
perpetua. 
 
La Corte hace especial diferencia entre la información divulgada en el certificado y la 
información registrada en las bases de datos, pues considera que el antecedente resulta 
valioso para las autoridades judiciales en cuanto a dosificación de la pena y concesión 
de beneficios se refiere y por tal razón no debe ser eliminado su registro, no obstante 
debe suprimirse en el certificado. 
 
Decisión:  
Tutela el derecho fundamental al hábeas data del accionante y ordena al Departamento 
Administrativo de Seguridad -DAS- la expedición de un nuevo certificado en el que se 
excluya la frase “REGISTRA ANTECEDENTES”, en virtud de la excepción de 
inconstitucionalidad consagrada en el art 4º de la Constitución Política. 
 
3.3. SENTENCIA T N° 47954 DE 201028 
Hechos:  
 El accionante fue condenado por el Juzgado 40 Penal del Circuito a la pena de 42 
meses de prisión mediante sentencia del 23 de septiembre de 2000. 
 El Juzgado 5º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Bogotá, declaró la 
extinción de la sanción penal, mediante sentencia del 13 de noviembre de 2009. 
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 El 2 de febrero de 2010 el accionante solicitó al DAS la cancelación de los 
antecedentes que figuraran en su contra, se le expidió certificado judicial especificando 
que “REGISTRA ANTECEDENTES PERO NO ES REQUERIDO POR 
AUTORIDAD JUDICIAL”. 
 
Problema Jurídico a resolver: 
¿La anotación que aparece en el certificado judicial “REGISTRA 
ANTECEDENTES, PERO NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD 
JUDICIAL”  es respetuosa de los principios constitucionales y de los derechos 
fundamentales de quien pagó la pena impuesta o se benefició con su extinción por 
haber operado el fenómeno de la prescripción? 
 
Consideraciones de la Corte: 
En el presente caso, la Corte acude a las “Teorías del Realismo Jurídico”. En tal 
sentido considera que la anotación no está consagrada en el Código Penal en forma 
específica como una pena, sin embargo vista desde la realidad social del país, 
configura una especie de extensión a la sanción penal impuesta y superada por los 
efectos que produce. Así cita el ejemplo de la obtención de un empleo o el respaldo de 
obligaciones crediticias o de otra índole y plantea la siguiente pregunta: “¿Puede el 
juez constitucional estar ajeno a tales factores reales y bastarse solamente con la 
apreciación lapidaria de que tal anotación no constituye pena y que además refleja un 
dato histórico que corresponde a la verdad de los hechos?” 
 
Para la Corte tal situación no es posible, pues la administración de justicia debe 
cimentarse en los factores reales que conducen el desarrollo de las relaciones sociales.  
 
En concordancia con lo anterior la medida administrativa del DAS extiende los efectos 
de la sentencia condenatoria, desconociendo lo dispuesto en el artículo 34 







Concede el amparo invocado y en consecuencia ordena al DAS la expedición de un 
nuevo certificado judicial en el que se excluya la frase “REGISTRA 
ANTECEDENTES”. 
 
3.4. SENTENCIA T N° 47807 DE 201029 
Hechos: 
 En sentencia emitida el 12 de abril de 1996 el Señor CALDERÓN ALVARADO fue 
condenado por el delito de abuso de confianza o peculado culposo.   
 El Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Villavicencio 
mediante providencia del 7 de diciembre de 2006 declaró la extinción de la pena. 
 El Centro de Servicios Administrativos de los Juzgados de Ejecución de Penas y 
Medidas de Seguridad, mediante oficio de fecha 26 de enero de 2007, informó al DAS 
acerca de la extinción de la sanción penal por prescripción. 
 En derecho de petición del 20 de enero de 2010, el actor solicitó al DAS la corrección 
y actualización de la información que reposa en sus registros., debido a que el 
certificado judicial de antecedentes contiene la fórmula REGISTRA 
ANTECEDENTES PERO NO ES REQUERIDO POR AUTORIDAD JUDICIAL. 
 
Problema Jurídico a resolver: 
¿Existe justificación jurídica válida para afectar los derechos fundamentales mediante 
la fórmula REGISTRA ANTECEDENTES, PERO NO ES REQUERIDO POR 
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Consideraciones de la Corte:  
La Sala coincide en que el derecho al hábeas data se ve afectado, en cuanto que del 
goce de éste se deriva una obligación a cargo de todas las autoridades y es la 
actualización de los datos. Si bien es cierto, el actor fue condenado, plasmar dicha 
información en el certificado le dificulta el acceso a un empleo y por tanto hace más 
gravosa su situación frente a la comunidad.  Por lo anterior no ordena, la cancelación 
de dicha información en la base de datos, sino que hace un llamado a la cautela y que 
sólo para propósitos que realmente lo demanden sea revelada. Por otra parte indicó 
que, uno de los fines de la pena es la reinserción social, por tanto, si la Administración 
impone cargas para la materialización de dicho fin, desatiende los pilares básicos de la 
función punitiva estatal y el reproche social a cual se vería expuesto el actor contraría 
lo dispuesto en la Constitución Política. 
 
Decisión: 
Tutela el derecho al hábeas data del actor y en consecuencia ordenar al DAS la 
expedición del certificado judicial en el que se excluya la frase REGISTRA 
ANTECEDENTES.  
 
3.5. SENTENCIA T N° 47830 DE 201030 
Hechos: 
 El actor fue condenado por el Juzgado 25 Penal del Circuito de Medellín, en sentencia 
10/09/1991 a 95 meses de prisión por secuestro simple, hurto calificado agravado, 
homicidio tentado y acceso carnal violento. 
 Por auto del 24/02/1997 se decretó la libertad del Sr. Por pena cumplida. 
 El actor solicitó al DAS su certificado judicial, el cual fue expedido con la leyenda 
“Registra antecedentes, pero no es requerido por la autoridad judicial”. 
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Problema Jurídico a resolver: 
¿Es posible divulgar los datos sobre antecedentes judiciales de manera permanente 
luego que han desaparecido las causas que los originan, por cumplimiento o 
prescripción de la pena? 
 
Consideraciones de la Corte: 
Según el artículo 162 de la Ley 65 de 1993 (Código Penitenciario y Carcelario) 
“cumplida la pena los antecedentes criminales no podrán ser por ningún motivo factor 
de discriminación social o legal y no deberán figurar en los certificados de conducta 
que se expidan”. Adujo que el antecedente puede convertirse en una “especie de „INRI‟ 
o „letra escarlata‟ en la vida de los ciudadanos” lo cual contraviene los postulados de 
la Constitución Política, al someter al sujeto a un perpetuo señalamiento social. Luego 
entonces, publicar el dato negativo del actor relacionado con una condena que ya se 
extinguió por haberse cumplido, vulnera sus derechos al hábeas data, a la intimidad, al 
buen nombre y al trabajo, debido que la información sobre su pasado delictivo se 
convierte en un yugo. 
 
Decisión:  
Confirmó la sentencia impugnada, mediante la cual se ordenó al DAS la expedición de 
un nuevo certificado judicial en el que se excluyera la frase REGISTRA 
ANTECEDENTES. 
 
4. MARCO JURÌDICO LEGAL COLOMBIANO EN MATERIA DE 
ANTECEDENTES PENALES 
 
La ley Estatutaria de Administración de Justicia
31
 por su parte, establece que no podrá ser 
nombrado para ejercer cargos en la rama judicial quien haya sido declarado responsable de 
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la comisión de cualquier hecho punible, excepto por delitos políticos o culposos. Asimismo 
señala que para ser elegido fiscal general de la nación aplican los mismos requisitos que se 
exigen a los magistrados de las altas cortes. 
 
La ley 65 de 1993
32
, “Por la cual se expide el Código Penitenciario y Carcelario”, establece 
que la pena tiene como fin fundamental la resocialización (art 9º), por lo cual una vez 
cumplida la pena los antecedentes criminales no podrán ser por ningún motivo factor de 
discriminación social o legal y no deberán figurar en los certificados de conducta que se 
expidan (art. 162), es decir el después llamado certificado judicial, expedido por el 
Departamento Administrativo de Seguridad DAS. 
 
Más tarde, la ley 599 de 2000
33
, actual Código Penal reiteró las funciones de la pena en los 
siguientes términos, “la pena cumplirá las funciones de prevención general, retribución 
justa, prevención especial, reinserción social y protección al condenado” (art. 6º), a 
diferencia de la ley 65 de 1993, el Código Penal añade la retribución justa y divide la 
prevención en especial y general como fines de la pena. Funciones contempladas asimismo 
en la ley 1407 de 2010
34




Además tanto el Código Penal como el Código Penal Militar contemplan entre las 
circunstancias de menor punibilidad (atenuantes), la carencia de antecedentes penales. 
 
Ahora bien, con relación a la entidad encargada de expedir el certificado de antecedentes 
judiciales debe recordarse que según lo anotado en el marco histórico, en principio esta era 
una función propia de la Policía Nacional y luego del Departamento Administrativo de 
Seguridad DAS.  
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de 24 de julio del 2000   
34
 COLOMBIA. CONGRESO DE LA REPÚBLICA. Ley 1407 de 2010 (agosto 17). Por la cual se expide el 
Código Penal Militar. Diario Oficial No. 47.804 de 17 de agosto de 2010. 
35
 ARTÍCULO 12. PRINCIPIOS DE LAS SANCIONES PENALES. La pena en materia penal militar tiene 
como función la prevención general y especial, protectora y reinserción social. Las medidas de seguridad 





Ahora, el pasado 31 de octubre de 2011, el Gobierno Nacional, a los 58 años de creación 
del Departamento Administrativo de Seguridad -DAS- en virtud de la ley 1444 de 2011
36
 
por medio de la cual se revistió al Presidente de la República de facultades extraordinarias 
para crear, escindir, fusionar, suprimir y determinar la denominación, número, estructura 
orgánica y orden de precedencia de los Departamentos Administrativo, se dictó el Decreto 
4057
37
 del 31 de octubre de 2011 “Por el cual se suprime el Departamento Administrativo 
de Seguridad – DAS, se reasignan unas funciones y se dictan otras disposiciones”38, en él 
se señaló que “La función comprendida en el numeral 12 del artículo 2 del Decreto 643 de 
2004
39
 y las demás que se desprendan de la misma, (es decir la de llevar los registros 
delictivos y expedir los certificados judiciales) se trasladó al Ministerio de Defensa 
Nacional-Policía Nacional.” Y más adelante indicó: “los titulares de los datos tendrán 
acceso a la información correspondiente a su certificado Judicial en los mismos términos y 
condiciones señalados en las normas vigentes.”    
 
Luego se expidió el decreto 19 de 2012
40
 “Por el cual se dictan normas para suprimir o 
reformar regulaciones, procedimientos y trámites innecesarios existentes en la 
Administración Pública”, mediante el cual se suprimió el documento certificado judicial. 
En consecuencia ninguna persona está obligada a presentar dicho documento para realizar 
trámites ante entidades públicas o privadas.  En su lugar, tales entidades tienen la facultad 
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de consultar en línea las bases de datos de registros delictivos para efectos de conocer los 




El 1º de febrero de 2012, el Presidente de la República, en vista de la necesidad de 
determinar cuál sería la dependencia del Ministerio de Defensa - Policía Nacional 
responsable de cumplir la función que le fue trasladada en virtud del decreto 4057 de 2011, 
dictó el Decreto 0233
42
 “Por el cual se modifica parcialmente la estructura del Ministerio de 
Defensa Nacional”. 
 
Así las cosas le asignó al Director General de la Policía Nacional funciones de 
Coordinación, orientación y seguimiento a la organización de los registros delictivos y a la 
Dirección de Investigación Criminal e INTERPOL las funciones de organizar, actualizar y 
conservar los registros delictivos, implementar y gestionar los mecanismos de consulta, al 
igual que garantizar su acceso. Finalmente el decreto confiere las demás facultades que se 
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ESTUDIOS DE DERECHO COMPARADO, ESTADÍSTICA Y ESTADO 
ACTUAL DE COSAS SOBRE ANTECEDENTES PENALES 
 
 
1. DERECHO COMPARADO SOBRE HÁBEAS DATA. 
 
A nivel latinoamericano se puede establecer que fue la Constitución de Brasil promulgada 
en el año de 1988, la primera en desarrollar el derecho constitucional del hábeas data, hoy 
aceptado mayoritariamente en el ámbito mundial como un derecho fundamental. Dicha 
norma superior en su art. 5º, inc. LXXII, dispuso: 
"Se concederá Hábeas Data:  
 
a) Para asegurar el conocimiento de informaciones relativas a la persona de quien lo 
pide, que consten en registros o bancos de datos de entidades gubernamentales o de 
carácter público; 
 
b) Para la rectificación de datos, cuando no se prefiera hacerlo en proceso reservado 
judicial o administrativo". 
 
A partir de esta primera concepción del derecho de hábeas data se hará un recorrido 
jurídico por las latitudes de Latinoamérica para instruir al lector cómo ha sido admitida esta 





Artículo 15º.- "Todas las personas tienen derecho (...) a conocer, 
actualizar y rectificar las informaciones que se hayan recogido sobre 
ellas en bancos de datos y en archivos de entidades públicas y privadas. 
(...)". 
Artículo 20º.- "se garantiza a toda persona la libertad de expresar y 
difundir su pensamiento   y opiniones, la de informar y recibir 
información veraz e imparcial y la de fundar medios masivos de 
comunicación. Estos son libres y tienen responsabilidad social. Se 





Artículo 74º.- "todas las personas tienen derecho a acceder a los 
documentos públicos salvo los casos que establezca la ley. El secreto 




TITULO III GARANTÍAS CONSTITUCIONLES 
Sección cuarta 
Acción de acceso a la información pública 
Art. 91.- “La acción de acceso a la información pública tendrá por 
objeto garantizar el acceso a ella cuando ha sido denegada expresa o 
tácitamente, o cuando la que se ha proporcionado no sea completa o 
fidedigna. Podrá ser interpuesta incluso si la negativa se sustenta en el 
carácter secreto, reservado, confidencial o cualquiera otra clasificación 
de la información. El carácter reservado de la información deberá ser 
declarado con anterioridad a la petición, por autoridad competente y de 
acuerdo con la ley”. 
Sección quinta 
Acción de hábeas data 
Art. 92.- “Toda persona, por sus propios derechos o como representante 
legitimado para el efecto, tendrá derecho a conocer de la existencia y a 
acceder a los documentos, datos genéticos, bancos o archivos de datos 
personales e informes que sobre sí misma, o sobre sus bienes, consten 
en entidades públicas o privadas, en soporte material o electrónico. 
Asimismo tendrá derecho a conocer el uso que se haga de ellos, su 
finalidad, el origen y destino de información personal y el tiempo de 
vigencia del archivo o banco de datos. 
Las personas responsables de los bancos o archivos de datos personales 
podrán difundir la información archivada con autorización de su titular 
o de la ley. 
La persona titular de los datos podrá solicitar al responsable el acceso 
sin costo al archivo, así como la actualización de los datos, su 
rectificación, eliminación o anulación. En el caso de datos sensibles, 
cuyo archivo deberá estar autorizado por la ley o por la persona titular, 
se exigirá la adopción de las medidas de seguridad necesarias. Si no se 
atendiera su solicitud, ésta podrá acudir a la jueza o juez”. 





de 1999, con 
la enmienda 







y a los datos que sobre sí misma o sobre sus bienes consten en registros 
oficiales o privados, con las excepciones que establezca la ley, así como 
de conocer el uso que se haga de los mismos y su finalidad, y a solicitar 
ante el tribunal competente la actualización, la rectificación o la 
destrucción de aquellos, si fuesen erróneos o afectasen ilegítimamente 
sus derechos. Igualmente, podrá acceder a documentos de cualquier 
naturaleza que contengan información cuyo conocimiento sea de interés 
para comunidades o grupos de personas. 
 
Queda a salvo el secreto de las fuentes de información periodística y de 
otras profesiones que determine la ley". 
 
Artículo 281º.- "Son atribuciones del Defensor o Defensora del Pueblo: 




Artículo 19º.- "El derecho de presentar peticiones a la autoridad, sobre 
cualquier asunto de interés público o privado, sin otra limitación que la 




Artículo 131º.- y 135º.- "Toda persona  podrá acceder a la información 
y a los datos que sobre sí mismo sobre sus bienes sobren en registros 
oficiales o privados de carácter público, así como conocer el uso que se 
haga de los mismos y de su finalidad. Podrá solicitar ante el magistrado 
competente la actualización, la rectificación o la destrucción de 




Artículo 43º.- "Toda persona puede interponer esta acción para tomar 
conocimiento de los datos a ella referidos y de su finalidad, que consten 
en registros o bancos de datos públicos, o los privados destinados a 
proveer informes, y en caso de falsedad o discriminación, para exigir la 
supresión, rectificación, confidencialidad o actualización de aquéllos. 






SECCIÓN III ACCIÓN DE PROTECCIÓN DE PRIVACIDAD 
Artículo 130. “I. Toda persona individual o colectiva que crea estar 
indebida o ilegalmente impedida de conocer, objetar u obtener la 
eliminación o rectificación de los datos registrados por cualquier medio 




datos públicos o privados, o que afecten a su derecho fundamental a la 
intimidad y privacidad personal o familiar, o a su propia imagen, honra 
y reputación, podrá interponer la Acción de Protección de Privacidad. 
II. La Acción de Protección de Privacidad no procederá para levantar el 
secreto en materia de prensa”. 
Artículo 131. “I. La Acción de Protección de Privacidad tendrá lugar de 
acuerdo con el procedimiento previsto para la acción de Amparo 
Constitucional. 
II. Si el tribunal o juez competente declara procedente la acción, 
ordenará la revelación, eliminación o rectificación de los datos cuyo 
registro fue impugnado. 
III. La decisión se elevará, de oficio, en revisión ante el Tribunal 
Constitucional Plurinacional en el plazo de las veinticuatro horas 
siguientes a la emisión del fallo, sin que por ello se suspenda su 
ejecución. 
IV. La decisión final que conceda la Acción de Protección de 
Privacidad será ejecutada inmediatamente y sin observación. En caso de 
resistencia se procederá de acuerdo con lo señalado en la Acción de 
Libertad. La autoridad judicial que no proceda conforme con lo 





Artículo 200º.-, numeral 3º.- “Son garantías constitucionales: … 3º  La 
Acción de Hábeas Data, que procede contra el hecho u omisión, por 
parte de cualquier autoridad, funcionario o persona, que vulnera o 
amenaza los derechos a que se refiere el artículo 2o, incisos 5, 6, y 7 de 
la Constitución”.  
Por su parte el artículo 2º en los incisos 5º al 7º  del mencionado artículo 
200, sostiene: “toda persona tiene derecho a: (…)  
“5. A solicitar sin expresión de causa la información que requiera y a 
recibirla de cualquier entidad pública, en el plazo legal, con el costo que 
suponga el pedido. Se exceptúan las informaciones que afectan la 
intimidad personal y las que expresamente se excluyan por ley o por 
razones de seguridad nacional. 
El secreto bancario y la reserva tributaria pueden levantarse a pedido del 




Congreso con arreglo a ley y siempre que se refieran al caso 
investigado. 
6. A que los servicios informáticos, computarizados o no, públicos o 
privados, no suministren informaciones que afecten la intimidad 
personal y familiar. 
7. Al honor y a la buena reputación, a la intimidad personal y familiar 
así como a la voz y a la imagen propias. 
Toda persona afectada por afirmaciones inexactas o agraviada en 
cualquier medio de comunicación social tiene derecho a que éste se 
rectifique en forma gratuita, inmediata y proporcional, sin perjuicio de 
las responsabilidades de ley”. 
Son garantías constitucionales, las acciones de hábeas Corpus, amparo, 
hábeas data, cumplimiento, inconstitucionalidad y popular”. 
 
 
Los mandatos constitucionales de los países latinoamericanos transcritos coinciden en 
proteger al ser humano de la intromisión inadecuada de terceros en la información personal 
que repose en bases de datos públicas o privadas y que en cierta medida resulte relevante 
para la honra y buen nombre de las personas, así como de la posibilidad de demandar ante 
la autoridad competente la supresión de datos inexactos o erróneos que lleven a suministrar 
informaciones no ciertas, a excepción de la Constitución Chilena, pues como se vio tiene 
una disposición muy liviana frente a este derecho, pues se limita a disponer que existe el 
"El derecho de presentar peticiones a la autoridad, sobre cualquier asunto de interés público 
o privado, sin otra limitación que la de proceder en términos respetuosos y convenientes". 
En igual forma la mayoría permiten el acceso libre a la información con las excepciones 
legislativas que al respecto se dicte, como por ejemplo el secreto de algunas profesiones. 
 
También es válido advertir que dichas disposiciones constitucionales abordan, como es 
apenas razonable, el tema de una forma muy generalizada, sin hacer por ejemplo una 




manera tal que, se traslada dicha situación al legislador en algunos casos, o a la autoridad 
competente de avocar el conocimiento del caso en concreto para resolver las diferencias 
casuísticas que se puedan presentar, en este punto llama la atención que la mayoría de 
países admiten en sus constituciones atribuir la competencia para resolver los casos al 
aparato judicial, encontrando una excepción, pues la República Bolivariana de Venezuela 
encomienda tal encargo en el ombudsman “defensor del pueblo”. Otro aspecto importante 
es que mientras que Bolivia y Perú cuentan con un mecanismo especial (consagrado en la 
Constitución), en el primero “Acción de Protección de Privacidad”, equiparándolo a la 
acción de amparo constitucional, conocida en Colombia como Acción de Tutela, en el 
segundo, la “Acción de Hábeas Data” para buscar la protección individualizada de este 
derecho acudiendo a las instancias judiciales, con lo cual se le da la connotación de su 
importancia, los demás países como Colombia fijaron un procedimiento general que 
garantiza el goce de todos los derechos fundamentales, en sus diferentes definiciones, 
conocida como la Acción de Tutela instituida en el artículo 86 de la carta, con lo cual se 
pude discernir que aunque existe propósitos comunes frente a la protección del derecho 
personalísimo de hábeas data, su impacto social, el ámbito de aplicación, entre otros 
alcances, las diversas legislaciones termina concibiendo textos retóricos que se apartan el 
derecho de su verdadera materialización. 
 





LEY ORGÁNICA 10/1995 DE 23 DE NOVIEMBRE CÓDIGO 
PENAL, CAPÍTULO II. DE LA CANCELACIÓN DE 
ANTECEDENTES DELICTIVOS ARTÍCULOS 136 Y 137 
Según lo dispuesto en el artículo 136. “Los condenados que hayan extinguido su 
responsabilidad penal tienen derecho a obtener del Ministerio de Justicia, de oficio o a 
instancia de parte, la cancelación de sus antecedentes penales, previo informe del juez 




penal y civil impuestas en la correspondiente sentencia y siempre que el condenado no 
haya delinquido durante el tiempo determinado por la ley, esto es, seis meses para las 
penas leves; dos años para las penas que no excedan de 12 meses y las impuestas por 
delitos imprudentes; tres años para las restantes penas menos graves; y cinco para las 
penas graves. 
Por otra parte el artículo 137 indica; “Las anotaciones de las medidas de seguridad 
impuestas conforme a lo dispuesto en este Código o en otras leyes penales serán 
canceladas una vez cumplida o prescrita la respectiva medida; mientras tanto, sólo 
figurarán en las certificaciones que el Registro expida con destino a Jueces o 






LEY NO. 62 CÓDIGO PENAL APROBADO POR LA 
ASAMBLEA NACIONAL DEL PODER POPULAR, EN SU 
SESIÓN DEL DÍA 23 DE DICIEMBRE DE 1987 
 TÍTULO IX LOS ANTECEDENTES PENALES 
En la República de Cuba “Los antecedentes penales se cancelan de oficio o a 
instancia del propio interesado”43, siempre que se cumplan, entre otros, los siguientes 
supuestos; haber transcurrido diez años a partir de la fecha en que fue cumplida la 
sanción impuesta a menos que se trata de reincidentes o multireincidentes, haber 
extinguido el sancionado todas las sanciones impuestas, haber transcurrido el tiempo 
determinado por la ley después de extinguida la sanción, este último supuesto tiene 
una excepción la cual consiste en lo siguiente, “si después de cumplida la sentencia, el 
sancionado observa una conducta ajustada a las normas de la convivencia en 
sociedad y una actitud ejemplar en el trabajo, el Ministro de Justicia puede, de 
haberse cumplido los otros requisitos, cancelar los antecedentes penales sin esperar a 
que transcurra el término correspondiente de la escala anterior
44
.                                          
. 
Seguidamente el artículo 68 expresa que “La cancelación, en todo caso, producirá el 
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efecto de anular los ante-cedentes penales en el Registro Central de Sancionados y en 
cualquier otro registro, archivo o expediente cuando dichos antecedentes provienen 




DECRETO LEY 409 DE 1932 
La República de Chile en el siglo XX consideró que el régimen establecido en las 
prisiones perdía su eficacia, en la medida que el penado luego de cumplir la condena, 
estaba obligado a soportar el estigma de haber sido presidiario. De otra parte, 
reflexionó sobre lo innecesario que resultaba mantener la anotación de los 
antecedentes en el prontuario de aquellos ex penados que demostraba una conducta 
apropiada dentro del colectivo social. Por lo anterior dispuso que “Toda persona que 
haya sufrido cualquier clase de condena y reúna las condiciones que señala esta ley, 
tendrá derecho después de dos años de haber cumplido su pena, si es primera 
condena, y de cinco años, si ha sido condenado dos o más veces, a que por decreto 
supremo, de carácter confidencial, se le considere como si nunca hubiere delinquido 
para todos los efectos legales y administrativos y se le indulten todas las penas 
accesorias a que estuviere condenado”45.     
Para acceder a tal beneficio la persona interesada debe cumplir con ciertas 
condiciones, dentro de las más relevantes se encuentran, tener condena cumplida, 
haber observado muy buena conducta en la prisión o en el lugar en que cumplió su 
condena, cuando se trate de pena de prisión, presidio, reclusión o relegación, conocer 
bien un oficio o una profesión y poseer conocimientos mínimos de cuarto año de 
escuela primaria, entre otros. El beneficio solo procede a petición de parte ante el 





LEY DE REGISTRO DE ANTECEDENTES PENALES 
GACETA OFICIAL N° 31.791 DE FECHA 3 DE AGOSTO DE 
1979  
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La República Bolivariana de Venezuela, ha “prohibido a cualquier empresa o persona, 
exigir a los particulares, con ocasión de las ofertas de trabajo y en materia relacionada 
con el reclutamiento laboral, la presentación de los Antecedentes Penales”46, toda vez 
que el registro de antecedentes penales es secreto y los datos contenidos en él solo 
pueden ser suministrados excepcionalmente, según lo disponga la ley, esto es, a las 
autoridades públicas por motivo de la función del proceso penal o por razones de 




DECRETO LEGISLATIVO No. 635 DE 1991 CÓDIGO PENAL 
La República del Perú en el año de 1991, dentro de las disposiciones del Código Penal, 
capítulo VII, contempló la figura de “Rehabilitación Automática” la cual genera los 
siguientes efectos, una vez que la persona ha cumplido la pena impuesta o cuya 
responsabilidad se ha extinguido de otro modo :  
1. “Restituye a la persona en los derechos suspendidos o restringidos por 
la  sentencia. No produce el efecto de reponer en los cargos, comisiones o empleos 
de los que se le privó; y 
2.  La cancelación de los antecedentes penales, judiciales y policiales. Los 
certificados no deben expresar la pena rehabilitada ni la rehabilitación”.  
Por otra parte el artículo 70 dispone la prohibición de comunicación de antecedentes, 
“Producida la rehabilitación, los registros o anotaciones de cualquier clase relativas a 
la condena impuesta, no pueden ser comunicados a ninguna entidad o persona”. 
En octubre de 2010, por medio de la ley No. 2960,”LEY DE SIMPLIFICACIÓN DE 
LA CERTIFICACIÓN DE LOS ANTECEDENTES PENALES EN BENEFICIO DE 
LOS POSTULANTES A UN EMPLEO, el Estado Peruano dispuso: “En los 
concursos públicos para el personal del sector público y en las ofertas de empleo del 
sector privado, no es necesaria la presentación del Certificado de Antecedentes 
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Penales, bastando una declaración jurada simple de no registrar dichos 
antecedentes”. 
Recientemente la Presidencia del Poder Judicial de Perú por medio de Resolución 
Circular estableció “que el trámite de anulación y/o cancelación de los antecedentes 
policiales será realizado de oficio por los órganos jurisdiccionales competentes, como 
parte del procedimiento de rehabilitación de las personas”47, lo anterior considerando 







CÓDIGO PENAL DECRETO LEY 10426 DE 23 AGOSTO DE 
1972. 
ELEVADO A RANGO DE LEY EL 10 DE MARZO DE 1997, 
INCLUYE MODIFICACIONES SEGÚN LEY N ° 1768 DE 
MODIFICACIONES AL CÓDIGO PENAL 
Y ACTUALIZACIÓN SEGÚN LEY 2494 DE 04 AGOSTO DEL 
2003. 
El Estado Plurinacional de Bolivia contempla de manera muy similar a la República 
del Perú la figura de la “Rehabilitación”, la cual podrá ser solicitada por el condenado, 
dos años después de cumplidas todas las sanciones
48,  siempre que presente “pruebas 
efectivas de buena conducta, que hagan presumir su readaptación social” y de que 
haya satisfecho la responsabilidad civil correspondiente, la rehabilitación producirá 
según el artículo 97, la cancelación de todos los antecedentes penales y la desaparición 
de toda incapacidad, prohibición o restricción por motivos penales. 
Sin embargo, en caso que el rehabilitado cometa otro delito, la rehabilitación será 
revocada y por consiguiente la inscripción de antecedentes penales recobrará todo su 
vigor.  
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A diferencia de Colombia, todos los países a los que se hizo referencia consagran de forma 
expresa en su legislación el derecho que tienen las personan que fueron condenadas a que 
les sean cancelados los antecedentes penales, una vez hayan cumplido la pena o ésta haya 
prescrito. La cancelación procede a petición de parte y en algunos ordenamientos jurídicos 
hasta de oficio, previo cumplimiento de algunos  requisitos o condicionamientos distintos 
en cada  país,  así por ejemplo en España es necesario que el sujeto no haya delinquido 
durante un lapso concordante con la pena del delito cometido, (penas leves, penas que no 
exceden de 10 meses, penas de delitos imprudentes, penas menos graves y penas graves), 
para las penas más graves corresponde a cinco años, en Cuba por el contrario no existe esa 
diferenciación de penas sino que para todos los casos la norma exige que hayan 
transcurrido diez años a partir de la fecha en que fue cumplida la pena, excepto que el 
sancionado observe buena conducta caso en el cual no es necesario cumplir con el requisito 
del tiempo, estos dos países descartan de tajo la cancelación de antecedentes cuando el 
sujeto reincide. Sin embargo Chile no descarta la posibilidad de cancelar los antecedentes a 
los reincidentes, en este caso, solo aumenta el requisito del tiempo cuando el sujeto ha sido 
condenado dos o más veces, así cuando es por primera vez tendrá derecho a la cancelación 
de los antecedentes pasados dos años y si es reincidente cinco años, sumado a otros 
requisitos que no contemplan otros países, verbigracia, acreditar muy buena conducta en la 
prisión, conocer bien un oficio o profesión y poseer conocimientos mínimo de cuarto año 
de escuela primaria. 
 
En Venezuela la legislación consagra una solución podría considerarse que simple y 
radical, puesto que prohíbe que cualquier empresa o persona exija a los particulares la 
presentación de antecedentes penales, información que sólo puede ser suministrada a las 
autoridades. Finalmente en Perú siendo concordantes con el proceso de rehabilitación está 
prohibida la comunicación de los antecedentes a cualquier entidad o persona. 
 
Al contrario de otros países, Colombia ha retrocedido con relación al régimen legal sobre 




Jefe del DAS de cancelar los antecedentes penales a petición de parte o de oficio, siempre 
que se presentaran una de las siguientes hipótesis: i) cumplimiento de la pena, ii) 
prescripción de la pena, o iii) cuando por haber transcurrido un tiempo igual o mayor al 
estipulado en el Código Penal, se llegare a considerar que la pena se encontraba prescrita. 
 
En ese caso el certificado judicial contendría la misma fórmula gramatical que se empleaba 
para las personas que no tenían antecedentes “"NO TIENE ASUNTOS PENDIENTES 
CON LAS AUTORIDADES JUDICIALES O DE POLICIA". Sin embargo este decreto fue 
derogado por el artículo 12 del Decreto 3783 de 2003 que no consagraba la cancelación de 
antecedentes penales y en la actualidad la facultad de regular la información relacionada 
con los antecedentes penales fue conferida a la Policía Nacional, es decir desde el año 2003 
y hasta el momento este asunto finalmente es regulado por actos administrativos, a pesar de 
su íntima relación con el goce efectivo y el respeto de los derechos fundamentales. 
 
 
3. INICIATIVAS LEGISLATIVAS MÁS RECIENTES SOBRE CANCELACIÓN 
DE ANTECEDENTES PENALES EN COLOMBIA 
 
 
El tema dada su importancia socio jurídica ha sido de interés para la rama legislativa, sin 
embargo la situación continúa sin una solución efectiva, los intentos por regular el tema han 
sido fallidos como se verá a continuación: 
 
En primer lugar se hará referencia al proyecto de ley no. 025/2010s y 254/2011c “por la 
cual se establece la no inclusión de antecedentes penales o reseña delictiva en los 
certificados judiciales por pena cumplida o prescripción.” 49 
 
El proyecto en mención fue iniciativa del Senador JUAN CARLOS VÉLEZ URIBE y se 
radicó el día 21 de julio de 2010 en el Senado. En el texto del proyecto se incluyó que el 
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DAS tendría la obligación de abstenerse de incluir como antecedente penal los registros 





Este proyecto luego de surtir dos debates en la Cámara de Representantes fue archivado el 
día 30 de agosto de 2011, por “economía legislativa” en tanto que la Corte Constitucional 
se encontraba adelantando la revisión del proyecto de ley estatutaria  046/2010 cámara y 
184/2010 senado, “por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de datos 
personales”, el cual  fue presentado por el gobierno nacional el día 03 de agosto de 2010 
por medio del entonces Ministro del Interior y de Justicia FABIO VALENCIA COSSIO, el 
Ministro de Comercio Industria y Turismo LUÍS GUILLERMO PLATA VÉLEZ y el 
Ministro de tecnologías de la Información y las comunicaciones DANIEL ENRIQUE 
MEDINA VELANDIA.  
 
El texto entre muchas otras disposiciones, consagró con relación a la certificación de 
antecedentes penales la obligación que tendría el Departamento Administrativo de 
Seguridad DAS (ahora en proceso de liquidación) de abstenerse  de incluir como 
antecedente penal los registros delictivos del titular cuando este hubiere cumplido su pena o 
la misma haya prescrito, siempre que la certificación tuviera como origen una petición 
ciudadana. Empero si se tratare de  cargos donde se requiera la carencia total de 
antecedentes, no sería considerado como válido el certificado cuando el peticionario 
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 Artículo 1º. El Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, mantendrá y actualizará los registros 
delictivos y de identificación nacionales de acuerdo con los informes y avisos que para el efecto deberán 
remitirle las autoridades judiciales, conforme a la Constitución Política y la ley. 
Al expedir certificados judiciales por petición ciudadana, el Departamento Administrativo de Seguridad, se 
abstendrá de incluir como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido 
su pena o la misma haya prescrito. 
Artículo 2°. Los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, en esta materia, tendrán carácter 
reservado y en consecuencia solo se expedirán certificados o informes de los registros contenidos en ellos, así: 
a) A los peticionarios de sus propios registros, mediante la expedición del Certificado Judicial, en el que no se 
reportarán como antecedente penal los registros delictivos del solicitante cuando este haya cumplido su pena o 
la misma haya prescrito. 
b) A los funcionarios judiciales y organismos con facultades de Policía Judicial, que por razón o con ocasión 






solicitara sus propios registros, en ese caso sería necesario que la administración pública lo 




Si bien, la norma obligaba al DAS abstenerse de publicar en el certificado judicial los 
antecedentes del titular por pena cumplida o prescrita, la Corte Constitucional en Sentencia 
C- 748 de 2011 M.P. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub, declaró inexequible el artículo en 
comento por violación del principio de consecutividad de la Constitución. Aunque a la 
fecha no se ha publicado el texto completo de la sentencia, por medio de un comunicado de 
prensa
52
 la Corte expresó que el artículo fue introducido por la Comisión Primera del 
Senado de la República en el tercer debate, sin que se surtiera ningún debate en la Cámara 
de Representantes, de manera que el texto solo fue aprobado en dos debates, lo cual 






                                                 
51 TEXTO CONCILIADO DEL PROYECTO DE LEY ESTATUTARIA NÚMERO 184 DE 2010 
SENADO, 046 DE 2010 CÁMARA “por la cual se dictan disposiciones generales para la protección de 
datos personales” TÍTULO IX OTRAS DISPOSICIONES 
 
Artículo 29. Certificación de antecedentes judiciales. El Departamento Administrativo de Seguridad, 
DAS, o quien ejerza esta función, mantendrá y actualizará los registros delictivos y de identificación 
nacional de acuerdo con los informes y avisos que para el efecto deberán remitirle las autoridades 
judiciales, conforme a la Constitución Política y la ley. 
Al expedir certificados judiciales por petición ciudadana, el Departamento Administrativo de Seguridad o 
quien ejerza esta función, se abstendrá de incluir como antecedente penal los registros delictivos del 
solicitante cuando este haya cumplido su pena o la misma haya prescrito. 
Parágrafo 1°. Los archivos del Departamento Administrativo de Seguridad, o de quien ejerza esta función 
en esta materia, tendrán carácter reservado y en consecuencia solo se expedirán certificados o informes de 
los registros contenidos en ellos. 
Parágrafo 2°. El Departamento Administrativo de Seguridad, DAS, o quien ejerza esta función, 
garantizará la disponibilidad de manera gratuita y permanente la información electrónica sobre el 
Certificado de Antecedentes Judiciales para ser consultados por el titular, interesado o por terceros a 
través de la página web de la entidad y los mismos gozarán de plena validez y legitimidad. 
Parágrafo 3°. El certificado judicial expedido a solicitud de los peticionarios de sus propios registros, no 
será válido en aquellos cargos donde se requiera la carencia total de antecedentes. 
En este caso, cuando las entidades de la Administración Pública requieran la presentación de los 
antecedentes judiciales, deberán dar cumplimiento estricto a lo señalado en el artículo 17 del Decreto 
2150 de 1995 o la norma que la modifique, complemente, adicione o aclare. 
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1. INFORME DEL CONSEJO SUPERIOR DE LA JUDICATURA SOBRE LA 
ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA AL CONGRESO DE LA REPÚBLICA 
PARA LA VIGENCIA 2010 - 2011. 
 
Según las disposiciones contenidas en los artículos 79 y 80 de la Ley 270 de 1996, 
Estatutaria de Administración de justicia, el Consejo Superior de la Judicatura presenta 
cada año, un informe al Congreso de la República sobre el estado de la Administración de 
Justicia en Colombia. Para este trabajo de investigación se revisarán algunas estadísticas 
contenidas en este documento correspondiente al 2010 – 2011 y que resultan relevantes 
para el tema.   
 
EVALUACIÓN AÑO 2010. El informe establece que en el 2010, la jurisdicción ordinaria 
atendió 2.051.247 demandas de justicia, y profirió 2.314.727 fallos para esta vigencia se 
desacomuló un número importante de procesos represados, 265.867, que equivale según la 
evaluación a un 13% de los procesos acumulados. El informe indica que al inicio del Año 
2010 la Jurisdicción Ordinaria tenía 2.621.315 procesos en Inventario de los cuales el 51% 
con trámite y el 49% sin trámite. Al final del 2010 el Inventario fue de 2.355.448 procesos 
de los cuales 56% con trámite y 44% sin trámite; observándose una notable disminución del 
inventario sin trámite, debido a las medidas de descongestión adoptadas por la Sala 
Administrativa, y el impacto de la aplicación de la Ley 1194 de 2008 sobre desistimiento 
tácito. 
 









Ahora bien, teniendo en cuenta que la criminalidad del país es judicializada por el derecho 
penal, el cual comporta uno de los componentes de la jurisdicción ordinaria dentro de la 
organización de la administración de justicia en Colombia, es importante analizar el 
inventario final de procesos penales en el distrito judicial de Bogotá durante el periodo de 
estudio, reflejado en la siguiente información estadística. 
 
TOTAL PROCESOS 
 (INVENTARIO FINAL DE LA JURISDICCIÓN) 
2.355.448 
(Procesos Penales) 100% 
 
 Fuente: Informe del Consejo Superior de la Judicatura al Congreso de la República 2010-2011. 
 
 
La Policía Nacional consideró que  “Las políticas públicas que abordan los fenómenos de la 
seguridad ciudadana son un campo que ha tomado prioridad recientemente en el país; en la 
agenda nacional están las políticas de carácter correctivo, o también reguladoras y 














ciudadanos.”53 Sin embargo, según las cifras de criminalidad registradas por la Policía 
Nacional en el 2010 hubo un incremento del 4%, al pasar de 468.600 delitos en el 2009 a 
485.919 en el 2010. (Pag.42. Revista CRIMINALIDAD). 
 
2. DELITOS REGISTRADOS EN BOGOTÁ CON RELACIÓN A LOS DELITOS 




MODALIDAD DELICTIVA BOGOTÁ SUBTOTAL 
TOTAL A NIVEL NACIONAL 
(INCLUYENDO OTROS DELITOS) 
I. DELITOS CONTRA LA VIDA Y LA INTEGRIDAD PERSONAL 
Homicidio 1,327 
  
Inducción o ayuda al suicidio 1 
  
Homicidio Culposo489 
   
Lesiones personal 9,249 
  
Parto o Aborto Preterintencional 1 
  




Aborto sin consentimiento 2 13,378 107,978 
II. DELITOS CONTRA PERSONAS Y BIENES PROTEGIDOS POR EL DDIHH 
Perfidia 1 
  
Acto terrorista 1 2 49 
III. DELITOS CONTRA LA LIBETRAD INDIVIDUAL Y OTRAS GARANTIAS 
Secuestro simple 1 
  
Secuestro extorsivo 12 
  
constreñimiento ilegal 59 
  
trata de personas 4 
  
violación de habitación ajena 191 
  




Violación en lugar de trabajo 8 
  
violación ilícita de comunicaciones 15 
  




Violación ilícita de comunicaciones o 
correspondencia de carácter oficial 
2 
  
Utilización ilícita de equipos de 
transmisiones o receptores 
1 296 2,859 
IV. DELITOS CONTRA LA LIBERTAD,  INTEGRIDAD Y FORMACION SEXUALES 
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MODALIDAD DELICTIVA BOGOTÁ SUBTOTAL 
TOTAL A NIVEL NACIONAL 
(INCLUYENDO OTROS DELITOS) 
Acto sexual violento 129 
  
Acceso carnal o acto sexual en personas 
en incapacidad de resistir 
24 
  




Actos sexuales con menores de 14 años 359 
  
Acto sexual violento 61 
  
Acceso carnal o acto sexual abusivo con 
incapaz de resistir 
19 
  
Inducción a la prostitución 5 
  
Constreñimiento a la prostitución 1 
  
Demanda de explotación sexual 
comercial de persona 
2 
  
Pornografía de menores 8 
  
Utilización o facilitación de medios de 
comunicación para ofrecer servicios 
sexuales de menores 
2 1,023 6,667 





Injuria y Calumnia indirectas 100 
  
injuria por vías de hecho 16 
  
Injuria o calumnia reciprocas 1 890 5,952 
VI. DELITOS CONTRA LA FAMILIA 
Violencia intrafamiliar 3,847 
  
Ejercicio arbitrario de la custodia de 
menores de edad 
243 
  
Inasistencia alimentaria 4,376 
  
Malversación y dilapidación de bienes de 
familiares 
1 8,467 39,41 
VII. DELITOS CONTRA EL PATRIMONIO ECONOMICO 
Hurto agravado (abigeato) 56 
  
Hurto agravado (automotores) 2,939 
  
Hurto agravado (entidades comerciales) 3,630 
  
Hurto agravado (entidades financieras) 27 
  
Hurto agravado (motocicletas) 1,568 
  
Hurto agravado (personas) 16,676 
  
Hurto agravado (piratería terrestre) 48 
  











MODALIDAD DELICTIVA BOGOTÁ SUBTOTAL 
TOTAL A NIVEL NACIONAL 
(INCLUYENDO OTROS DELITOS) 
Abuso de Confianza 1,354 
  
aprovechamiento de error ajeno 52 
  
Alzamiento de bienes 6 
  
Sustracción de bien propio 3 
  
Defraudación de fluidos 2 
  
Invasión de tierras o edificaciones 1 
  




Daño en bien ajeno 2,510 35,408 150,868 
VII. BIS. DE LA PROTECCION DE LA IMFORMACION Y DE LOS DATOS 
Acceso abusivo a un sistema informático 173 
  
Insertación de datos informáticos 1 
  
Violación de datos personales 9 
  




Hurto por medios informáticos y 
semejantes 
19 212 985 
VIII. DELITOS CONTRA LOS DERECHOS DE AUTOR 
Defraudación de los derechos 
patrimoniales de autor 
1,123 1,123 19,927 
IX. DELITOS CONTRA LA FE PUBLICA 




Trafico de moneda falsificada 15 
  
Circulación ilegal de monedas 1 
  
Falsedad marcaria 8 
  




Falsedad material en documento público 62 
  
Obtención de documento Público falso 1 
  
Falsedad en documento privado 84 
  
Uso de documento falso 3 
  












Falsedad personal 1,064 1,306 10,495 
X. DELITOS CONTRA EL ORDEN ECONOMICO SOCIAL 
Usura 1 
  





MODALIDAD DELICTIVA BOGOTÁ SUBTOTAL 
TOTAL A NIVEL NACIONAL 
(INCLUYENDO OTROS DELITOS) 
Ejercicio ilícito de actividad monopolística 
de arbitrio rentístico 
20 
  




Lavado de activos 8 
  
Apoderamiento de hidrocarburos, sus 
derivados, biocombustibles o mezclas 
que los contengan 
1 
  
Receptación con base a los artículos 327 
a y b 
3 224 28,796 
XI. DELITOS CONTRA LOS  RECURSOS NATURALES Y EL MEDIO AMBIENTE 




Daños en los recursos naturales 3 
  
Contaminación ambiental 3 754 3,439 
XII. DELITOS CONTRA LA SEGURIDAD PUBLICA 












Fabricación, tráfico y porte de armas y 
municiones de uso privativo de las 
fuerzas armadas 
10 3,354 30,091 
XIII. DELITOS CONTRA LA SALUD PUBLICA 
Contaminación de aguas 1 
  
Corrupción de alimentos, productos 
médicos o material profiláctico 
27 
  
Imitación o simulación de alimentos, 
productos o sustancias 
4 
  












Suministro de droga a menor 1 
  
Tráfico de sustancias para procesamiento 
de narcóticos 
1 7,367 73,166 
XIV. DELITOS CONTRA MECANISMOS DE PARTICIPACION DEMOCRATRICA 
Constreñimiento al sufragante 1 
  
Voto fraudulento 1 
  
Ocultamiento, retención y posesión ilícita 
de cédula 




MODALIDAD DELICTIVA BOGOTÁ SUBTOTAL 
TOTAL A NIVEL NACIONAL 
(INCLUYENDO OTROS DELITOS) 
XV. DELITOS CONTRA LA ADMINISTRACION PUBLICA 
Peculado por apropiación 2 
  










Violencia contra servidor público 7 14 2,863 
XVI. DELITOS CONTRA LA EFICAS Y RECTA IMPARTICION DE JUSTICIA 
Falsa denuncia 1 
  








Fuga de presos 5 
  
Fraude procesal 2 
  
Amenazas a testigos 1 28 1,98 
XVII. DELITOS CONTRA EL RÉGIMEN CONSTITUCIONAL Y LEGAL 
Rebelión 4 4 259 
    
Total general delitos en Bogotá en 2010: 73.856 73,856 
Total General delitos en Colombia en el 
2010: 485.919 (100%) 
Porcentaje de participación criminalidad en Bogotá 
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 Fuente: TABLA 2. DELITOS REGISTRADOS EN COLOMBIA 2010. Revista “CRIMINALIDAD”, 
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Haciendo un comparativo de las cifras de criminalidad registradas en el cuadro estadístico 
supra, 73.856 delitos cometidos durante el año 2010 en Bogotá, con el número de 
sentencias ejecutoriadas por la jurisdicción ordinaria en la especialidad de penal, 76.945 
ejecución de penas incluido el acumulado (ver CUADRO Nº 2) en el distrito judicial de 
Bogotá, son estadísticas que sin entrar a evaluar de forma concreta la clasificación de los 
delitos de mayor o menor identidad, sí muestran un preocupante número de colombianos 
con problemas judiciales y muy seguramente con una reseña delictiva de por vida, sin que 
se esté adelantando una verdadera política frente a la resocialización del individuo, pues no 
existen investigaciones que demuestren, como se ilustró en el preámbulo de la presente 
investigación, que el hecho de conservar y hacer pública las reseñas delictivas por término 
indefinido, garantice la no reincidencia en el delito. 
 
Asimismo resulta pertinente revisar el comportamiento de la jurisdicción constitucional, 
habida cuenta que dentro de ella se ubica el mecanismo adoptado por el ordenamiento 
jurídico interno para salvaguardar los derechos fundamentales de las personas, es decir la 
Acción de Tutela, como más adelante se expondrá, de manera que se hará énfasis en la 
Porcentaje de participación criminalidad en 
Bogotá en 2010  
(73.856 Delitos) 
Total General delitos en





información estadística contenida e el informe anual que el Consejo Superior de la 
Judicatura rinde al congreso. En este se señala que en la Jurisdicción Constitucional, la 
carga laboral durante el año 2010 fue de 955 procesos, quedando a 31 de diciembre de 2010 
un inventario de 341 procesos. La mayor proporción de ingresos (30,5%) y egresos (28,1%) 
correspondió a la revisión de tutelas provenientes de los Juzgados del Circuito, seguidos de 
las revisiones de Juzgados Municipales y Tribunales Superiores. Un análisis del 
comportamiento de los tipos de procesos atendidos por la Corte Constitucional, permite 
destacar las tutelas provenientes de los Juzgados del Circuito con el 30% de los ingresos 
(203 procesos) y el 28% de los egresos (173 procesos), respectivamente. 
 
Así mismo el informe estudiado destaca que, el 82% de las acciones constitucionales para 
revisión que ingresaron a la Corte Constitucional pertenecen a procesos provenientes de 
Tribunales y Juzgados de la Jurisdicción Ordinaria: el 12% a la Jurisdicción Contenciosa 
Administrativa y el 9% provienen de procesos de la Jurisdicción Disciplinaria. En lo que 
respecta al conocimiento de acciones constitucionales en los distintos despachos judiciales 
a nivel nacional se observa que, del total de 519.584 acciones constitucionales recibidas 
durante el año 2010, el 49% fueron recibidas en los Juzgados del Circuito de la Jurisdicción 
Ordinaria, el 21% se recibió en los Juzgados Municipales, el 13% fueron interpuestas en los 
Tribunales Superiores de Distrito Judicial, el 11% en los Juzgados Administrativos, el 2% 
se recibió en los Tribunales Administrativos e igual porcentaje se recibió en la Corte 
Suprema de Justicia. 
 
La información hasta aquí reseñada es de gran importancia en la medida que ofrece un 
panorama más amplio del problema socio-jurídico planteado en la investigación, del 
volumen de los procesos judiciales atendidos por la rama durante el periodo bajo estudio, se 
tendrá que mirar con qué mecanismos jurídicos se cuenta y el comportamiento de estos 






3. ANÁLISIS SOBRE LOS MECANISMOS JURÍDICOS PARA LA PROTECCIÓN 
DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES, CON OCASIÓN DE LA 
EXPEDICIÓN DEL CERTIFICADO JUDICIAL DE ANTECEDENTES.  
 
Para contextualizar el problema socio-jurídico de la presente investigación frente a las 
diferentes herramientas disponibles en el ordenamiento jurídico colombiano, para 
solucionar el problema planteado se analizará el campo de aplicación y alcances con miras 
a determinar su valor normativo vs eficacia. 
 
3.1. ACCIÓN DE TUTELA 
 
La Corte Constitucional en lo que respecta a la pertinencia de la acción de tutela, sobre el 
asunto materia de la presente investigación, se ha manifestado en los siguientes términos: 
“(…) la información relativa a la tenencia de antecedentes penales, en un documento 
público como el certificado judicial, cuando el titular de la información no desea que otras 
personas conozcan esos datos, viola la Constitución en tanto no están justificadas las 





Con todo, cabe preguntarse si la acción de tutela es procedente, en este caso, para obtener la 
protección. La respuesta es afirmativa, por las siguientes razones. (i) En primer lugar, 
porque el accionante no cuestiona las normas que regulan lo atinente a los antecedentes 
penales, sino la publicación de información no actualizada, de modo que no demanda un 
acto general y abstracto (contra el cual la tutela es en principio improcedente) sino una 
actuación particular y concreta. (ii) En segundo lugar, porque aun cuando contra esa 
actuación cabría una acción ante la justicia constitucional o contencioso administrativa, la 
acción de tutela debe decidirse de fondo debido a que ella tiene la virtualidad de satisfacer 
la demanda de pronta respuesta, que subyace en las reclamaciones del tutelante, con un 
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grado de eficacia superior al de ese otro medio de defensa judicial.
56
 (iii) En tercer lugar, 
porque el perjuicio que se le ocasionaría al tutelante si no fuera resuelto prontamente el 
asunto sería irremediable. Para empezar sería grave, pues tendría la virtualidad de afectar 
dos de sus derechos fundamentales; esa afectación sería además actual y demanda una 
actuación urgente e impostergable, pues cuanto más se tarde el Estado en solucionar la 
situación, más tiempo durará la información divulgada y menores posibilidades habrá de 
reparar realmente el perjuicio ocasionado.” 
 
En este contexto se debe analizar el valor de la jurisprudencia como fuente de derecho 
dentro del ordenamiento jurídico Colombiano, como posible solución al problema de 
investigación propuesto, para lo cual se inicia por admitir que a partir de la Constitución de 
1991 con el surgimiento del máximo tribunal constitucional se considera que la 
jurisprudencia es algo más que un simple criterio auxiliar de interpretación dada su fuerza 
vinculante. 
 
Hasta aquí, todo parecería estar resuelto, sin embargo esta es una conclusión apresurada.  A 
diferencia de los fallos de examen (rogado, automático, o previo) de constitucionalidad de 
las normas jurídicas de rango inferior a la Constitución, los fallos de revisión de tutela a 
través de los cuales la Corte aclara los contenidos y alcance de los derechos fundamentales, 
aunque, como toda sentencia hace tránsito a cosa juzgada, los efectos de las mismas no son 
ERGA OMNES, sino, INTERPARTES, esto indica que, en principio las decisiones de esta 
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 La acción de tutela procede aunque existan otros medios eficaces, si la tutela es más eficaz que los otros. La 
Corte ha señalado que el juez de tutela, al momento de definir si la acción de tutela procede en un 
determinado caso porque al parecer existen otros medios de defensa, debe examinar si los otros medios son 
igual de eficaces a la tutela. Por eso dijo, desde sus comienzos, en la Sentencia T-414 de 1992 (MP Ciro 
Angarita Barón): “es claro entonces que el otro medio de defensa judicial a que alude el artículo 86 debe 
poseer necesariamente, cuando menos, la misma eficacia en materia de protección inmediata de derechos 
constitucionales fundamentales que, por su naturaleza, tiene la acción de tutela. De no ser así, se estaría 
haciendo simplemente una burda y mecánica exégesis de la norma, en abierta contradicción con los 
principios vigentes en materia de efectividad de los derechos y con desconocimiento absoluto del querer 
expreso del Constituyente. || En otros términos, en virtud de lo dispuesto por la carta del 91, no hay duda que 
"el otro medio de defensa judicial" a disposición de la persona que reclama ante los jueces la protección de 
sus derechos fundamentales ha de tener una efectividad igual o superior a la de la acción de tutela para 
lograr efectiva y concretamente que la protección sea inmediata. No basta, pues, con la existencia en 




naturaleza sólo obligan a las partes del litigio, excepto las de unificación que adquieren, en 
teoría, cierto carácter vinculante, porque la realidad en la administración de justicia muestra 
una cosa diferente. Así las cosas, la problemática socio-jurídica planteada en esta 
investigación no tiene una solución definitiva con la acción de tutela, al contrario, al 
problema existente se le crea otro anexo, la congestión judicial, por la recurrente utilización 
de este mecanismo por hechos similares y peor aun cundo solo uno pocos tienen la 
posibilidad de ejercer su derecho de administración de justicia.  
 
SENTENCIAS JURISDICCIÓN CONSTITUCIONAL 2010 
 
Fuente: http://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/, consultada 23 de abril de 2011. 
 
 
3.2. ACCIÓN DE NULIDAD 
 
En el sistema jurídico Colombiano, todo acto administrativo goza de la presunción de 
legalidad, es decir, de acuerdo con la Constitución, ley o reglamento, sin embargo quien no 
esté de acuerdo con la decisión administrativa tiene varias opciones: 
 
a) Solicitar la revocatoria en los casos permitidos en la ley, conforme con lo dispuesto 
en el artículo 69 del CCA. 
b) Solicitar la suspensión provisional ante la jurisdicción de lo contencioso 
administrativo, por los motivos y con los requisitos que establezca la ley, de los 
efectos del acto administrativo, que sean susceptibles de impugnación por vía 








c) Demandar la nulidad del acto administrativo, por los motivos establecidos en la ley 
(inciso 2º, art. 84 del CCA). 
 
En caso de manifiesta incompatibilidad entre la Constitución y la Ley u otra norma jurídica, 
de menor rango, por ejemplo un acto administrativo, los jueces  aplicarán las disposiciones 
constitucionales, artículo 4º de la Carta, en cumplimiento del control difuso de 
constitucionalidad que tienen todas las autoridades jurisdiccionales. 
 
Para efectos del desarrollo de la presente investigación solo se abordará lo relacionado con 
la nulidad del acto administrativo y su estrecha relación con el principio de Supremacía 
Constitucional; desde el punto de vista técnico jurídico, como se dijo supra, la razón lógica 
de la anulación, obedece ante todo a la sujeción de todos los actos de las autoridades 
públicas al principio de legalidad en ese contexto, el carácter unitario del ordenamiento 
jurídico, hace que toda norma o disposición que le sea incongruente o incompatible sea 
expulsada, lo cual se manifiesta en la jerarquización de las normas y demás elementos que 
componen dicho ordenamiento, partiendo de la Constitución como primer o supremo nivel 
jerárquico. 
 
Ahora bien, el hecho de que los actos administrativos contentivos de la adopción del 
modelo de certificado judicial, expedidos por una autoridad administrativa, salgan del 
ordenamiento jurídico como consecuencia de su declaratoria de nulidad, nada garantiza que 
la misma autoridad amparada en sus fines expida un acto de similares características con 
mayor o igual grado de vulneración de los derechos fundamentales, ya ampliamente 
expuestos, lo cual se traduce en un desgaste de la administración de justicia sin resolver en 
forma definitiva el tema. 
 
 
3.3. EXCEPCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 
 
La medida adoptada por el Departamento Administrativo de Seguridad “DAS” y ahora por 




por medio de la publicación de la consulta en línea una condena cumplida o prescrita, según 
las voces de la reiterada jurisprudencia de las altas Cortes Colombianas, es inconstitucional, 
en consecuencia, acudiendo al artículo 4º de la Constitución Política, es procedente 
inaplicar el mandato de dicho acto administrativo, para amparar los derechos fundamentales 
ya aludidos, al respecto la Corte Suprema de Justicia
57
 ha dicho: pues aunque la medida 
implementada por el organismo de seguridad es legítima e importante, porque refleja 
fidedignamente la realidad sobre el pasado judicial de las personas, el medio escogido, es 
decir la publicación de antecedentes penales en los términos actuales, no es adecuado, 
conducente, ni absolutamente necesario, pues existe la posibilidad de implementar una 
medida menos lesiva a los intereses del ciudadano resocializado una vez extinguida su 
pena, en el sentido de mantener el registro del antecedente en la base de datos a efecto de 
que pueda ser consultado sólo por las autoridades judiciales o de policía. 
(…) 
 
Como las resoluciones en que se apoyó el Departamento Administrativo de Seguridad 
DAS, resultaron  a todas luces ajena a las aludidas garantías fundamentales protegidas en la 
Carta Política y afectó el derecho al hábeas data, la Corporación encontró adecuado aplicar 
la excepción de inconstitucionalidad prevista en el artículo 4º  Superior. 
 
Empero por tratarse de una figura jurídica que no está al alcance de cualquier ciudadano, 
pues su aplicación sólo corresponde a los Jueces de la República, la excepción de 




4. EL GOCE EFECTIVO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES COMO 
LÍMITE A LA PUBLICACIÓN DE ANTECEDENTES PENALES POR PENAS 
CUMPLIDAS O PRESCRITAS. 
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4.1. CONSULTA EN LÍNEA DE ANTECEDENTES PENALES 
 
A continuación se expondrá la forma como opera actualmente la consulta en línea de  
antecedentes penales por medio de la página oficial de la Policía Nacional. Pues bien, llama 
la atención en primer lugar que el decreto ley 0019 de 2012 en su artículo 94, estableció 
que, tanto las entidades públicas como los particulares que requieran conocer los 
antecedentes judiciales de cualquier persona sea nacional o extranjera podrán consultarlos 
en línea. En contrario sensu, al momento de realizar la consulta de antecedentes judiciales 
en la página Oficial de la Policía Nacional, los términos de uso para el acceso indican que 
la consulta de información personal de un tercero “será considerado irregular y estará sujeto 
al inicio de las acciones legales pertinentes”58. 
Por otra parte y tal como lo sostuvo en su momento el Departamento Administrativo de 
Seguridad DAS, la Policía Nacional expresa que la entidad “no toma ni recomienda 
decisiones sobre el otorgamiento de los antecedentes judiciales, teniendo en cuenta que la 
Policía Nacional de Colombia es depositario de la información emanada de las diferentes 
autoridades judiciales”. 
Conforme con lo anterior, una vez aceptadas las condiciones y sin más medidas de 
seguridad cualquier ciudadano puede consultar los antecedentes penales de un tercero, pese 
a la contradicción existente entre las disposiciones legales (art 94 decreto ley 0019 de2012) 
y las condiciones de acceso a la información establecidas por el estamento policial, como  a 
continuación se ilustra, advirtiendo que para efectos de garantizar los derechos de los 
titulares de la información se ha modificado el texto relacionado con su identificación 
personal : 
 











4.1.2. Registro para la persona que a pesar de haber sido condenada por sentencia 




Como podemos ver, el sujeto que tiene antecedentes penales pero advirtiendo que este ya 
cumplió la pena o la misma le prescribió, es tratado indiscriminada, injustificada y 
desproporcionadamente, pues la fórmula gramatical empleada, por ser distinta de aquella 






4.1.3. Para la persona que sí tiene antecedentes (ejemplo de una persona que es 




En los capítulos anteriores se trato sobre el principio de supremacía constitucional, de 
manera que todo Acto de la Administración queda sujeto, sin discusión alguna, no 
solamente al principio de legalidad, como regla general, sino primordialmente a dicha 
subordinación norma normarum, comportando un límite ineludible de las actuaciones 
administrativas en materia de antecedentes penales objeto de estudio de la presente 
investigación. 
 
Ahora bien, está visto que aunque el DAS fue liquidado y el certificado judicial suprimido, 
los actuales administrativos de la Policía Nacional continúan en contravía no solamente de 
los derechos fundamentales como lo han expresado las altas Cortes (precedente judicial) 
sino que además atentan contra principios constitucionales en el nuevo modelo de estado 
social de derecho. Sobre los principios el maestro Robert Alexy señala que corresponden a 
un lenguaje jurídico enunciativo que demanda una interpretación, sirven para optimizar las 
colisiones entre reglas e inclusive entre los mismos principios como producto de los 
preceptos iusfilosóficos fundamentales de toda constitución, sin embargo, el derecho 
constitucional no garantiza con plenitud los derechos fundamentales, esto lo logra sólo a 




ética, la cual se concreta a través de los principios, los cuales se deben llevar a reglas 
utilizando la técnica de la proporcionalidad, la ponderación y la optimización, técnica que 
forma los componentes del derecho contemporáneo. 
 
A partir de las anteriores premisas los abanderados del nuevo constitucionalismo afirman 
que es una falacia que el texto creado por el legislador “la ley” sea un texto diáfano, claro 
que permita dar una solución concreta, pues para nadie es un secreto que la norma-ley 
ofrece problemas de lenguaje, ambigüedad, vacíos, contradicción; estas últimas resultarían 
insolubles si el único referente de interpretación fuera la ley, entre tanto, a consecuencia de 
las antinomias y vacíos legislativos, se requiere de elementos más innovadores que 
resuelvan el litigio en concreto, adicionalmente, a los enunciados por Robert Alexy como 
se advirtió supra, la corte Constitucional ha empleado (i) el test de razonabilidad, (ii) el test 
de igualdad, entre otros. 
 
A su vez, Humberto De la Calle en un artículo de prensa titulado “LA NUEVA 
LEGITIMIDAD”59 señaló: “Durante largo tiempo, se partía de la base de que la expresión 
central de la democracia era la “voluntad general” encarnada en la ley. Por lo tanto desde el 
punto de vista de su configuración anatómica, el Congreso era la sancta sanctorum
60
 de la 
democracia. Hasta el punto que el llamado recurso de casación, hoy en manos de las cortes, 
no era sino una herramienta del Congreso para supervisar el trabajo de los jueces y 
someterlos a la verdadera interpretación de la ley, que no podía ser otra que la que dictara el 
congreso, órgano que la había fabricado. (…) Hoy la situación es muy distinta, y no solo se 
predica de Colombia como creen algunos. Esa fuente de la legitimidad, que orbita alrededor 
del proceso electoral, se ha desplazado hacia la preservación de los derechos que garantizan 
la dignidad de la persona humana  lo cual incluye, y tal vez con mayor intensidad, los 
derechos de las minorías. Lo que legitima hoy la democracia es la organización política 
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para hacer prevalecer los derechos fundamentales. Siendo ello así, es apenas natural que el 
cofre donde ahora se guarda la legitimidad esté en la cabeza de las cortes o tribunales 
constitucionales.  (…) Por lo tanto, cada que alguien discrepa de la Corte Constitucional 
con el argumento de que no es democrático que nueve señores no elegidos por voto popular 
tengan capacidad “legislativa” y hasta “constituyente”, aunque tiene una razón aparente, es 
en verdad una razón que no atiende a las transformaciones profundas en el concepto de la 
democracia.” 61  
 
Pues bien, los nueve señores “magistrados de la Corte Constitucional” a los que se refiere el 
Doctor De la Calle, en el tema de antecedentes penales han jugado un papel protagónico, 
como se ilustró supra, de hecho lo que él llama capacidad “legislativa” es lo que ha 
solucionado, mediante el amparo “tutela” de los derechos fundamentales, la colisión entre 
el goce efectivo de los derechos fundamentales y la presunción de legalidad de los actos 
administrativos expedidos por en su momento per el DAS. Y en la actualidad por la Policía 
Nacional. 
   
En cuanto a la publicación de datos negativos la Corte Constitucional en Sentencia T-022 
de 1993, dejó establecido el fundamento de esta prohibición prima facie, al manifestar que 
en algunas ocasiones no podían ser divulgados los datos personales de un sujeto contra su 
voluntad, por más que fueran veraces, porque “la verdad de un dato no es, pues, la llave 
milagrosa que abre dicho muro  y expone al sujeto a observación inclemente, como pez en 
acuario de cristal.  No.  La verdad cede aquí el paso a la dignidad de la persona y a los 
riesgos previsibles de la autodeterminación y la maduración en el ejercicio de la 
libertad”62. 
 
Se dice que el termómetro de la democracia, son los derechos, significa esto (como esencia 
de la constitución) que los derechos transmutan de concesiones de poder o de Estado a las 
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personas o ciudadanos en poderes, donde se establece una regla de responsabilidad del 
Estado frente al respeto de tales derechos, de manera que, si la Corte Constitucional como 
intérprete autorizado de la Constitución advierte la violación y por consiguiente procede a 
la tutela de derechos fundamentales trasgredidos con ocasión del manejo de los 
antecedentes penales en Colombia, siendo una actuación administrativa del ejecutivo, sus 
decisiones “tutelas” deben generar efectos que superen el de “inter partes” y por tanto 
constituir preceptos jurisprudenciales con efectos “erga omnes” para todos, de manera que 
la responsabilidad del Estado se traduzca en un acatamiento a esta clase de precedentes 
judiciales, ya no como un simple criterio auxiliar, sino como verdaderas fuentes de derecho. 
 
A partir de la fecha, la Policía Nacional, en materia de antecedentes penales y reseña 
delictiva, como organismo estatal a quien se le delega la competencia de ser fuente  y 
operador de la información, sin perjuicio de sus responsabilidades de proteger los demás 
derechos de los titulares de la misma, para la solución de peticiones o expedición de actos 
administrativos de esta naturaleza, deberá tener en cuenta los precedentes 
jurisprudenciales
63
 que en materia de acciones de tutela, por la misma facticidad o 
pretensiones, que se hubieren proferido en casos análogos. Sólo así se logrará el adecuado y 
proporcional uso de este mecanismo judicial “excepcional”, la efectiva defensa de los 
derechos fundamentales, la atención de los intereses de la sociedad y el ejercicio eficiente 
de la función pública, como pilares iusfundamentales de la norma de normas. 
 
Sobre el carácter vinculante del precedente judicial el artículo 114 de la Ley 1395 de 2010, 
norma vigente hasta el 02 de julio de 2012, pues este fue derogado por el artículo 309 de la 
Ley 1437 de 2011, dispone que: “Las entidades públicas de cualquier orden, encargadas de 
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 CONSEJO DE ESTADO, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda, Subsección B, 
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penalmente se informe con destino a terceros no autorizados para conocer tal información, la existencia del 





reconocer y pagar pensiones de jubilación, prestaciones sociales y salariales de sus trabajadores o 
afiliados, o comprometidas en daños causados con armas de fuego, vehículos oficiales, daños a 
reclusos, conscriptos, o en conflictos tributarios o aduaneros, para la solución de peticiones o 
expedición de actos administrativos, tendrán en cuenta los precedentes jurisprudenciales que en 
materia ordinaria o contenciosa administrativa, por los mismos hechos y pretensiones, se hubieren 
proferido en cinco o más casos análogos”. Los apartes subrayados fueron sometidos a examen 
de constitucionalidad y declarados exequibles condicionalmente por la corte constitucional 
en la sentencia C-539 del 06 de junio de 2011, corporación que en algunas de sus 
consideraciones fijo doctrina jurisprudencial en el sentido de establecer que “Dentro de los 
propósitos constitucionales que orientan la actividad de todas las autoridades públicas se 
encuentra cumplir con las finalidades constitucionales del Estado constitucional de derecho y 
garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Carta, y el hecho 
de que la Constitución establezca que las autoridades del Estado están encaminadas a garantizar 
los principios y derechos constitucionales tiene repercusiones fundamentales respecto de la 
interpretación constitucional del alcance de las potestades de las autoridades estatales, y por lo 
tanto, también de la forma como dichas autoridades deben ejercer sus funciones. 
De esta manera, las potestades constitucionales otorgadas a las autoridades públicas deben ser 
interpretadas a partir del complejo dogmático de la Constitución, y el alcance de las prerrogativas 
otorgadas a las autoridades públicas debe estar justificado en un principio de razón suficiente”  
Más adelante la Corte advierte que, “en cuanto al margen de libertad interpretativa de las 
autoridades administrativas, al momento de aplicar una norma a un caso en particular, ha 
señalado esta Corte que éstas se enfrentan a una gama de posibles interpretaciones, frente a las 
cuales deben aplicar la interpretación que se ajuste a la Constitución y a la ley, y que tal 
interpretación autorizada, última y unificada viene dada en materia legal por el máximo tribunal 
de casación en la jurisdicción ordinaria o Corte Suprema de Justicia, en el derecho administrativo 
por el Consejo de Estado y en materia constitucional por la Corte Constitucional. De esta manera, 
una vez establecida la interpretación de la ley y de la Constitución por los máximos Tribunales con 
competencias constitucionales y legales para ello, el operador administrativo se encuentra en la 
obligación de seguir y aplicar el precedente judicial, obligación que se torna absolutamente 





En cuanto a la obligatoriedad de la jurisprudencia constitucional en materia de amparo tutelar 
frente a las autoridades administrativas, ha afirmado esta Corte que no son de recibo las razones 
de algunas autoridades administrativas para no aplicar el precedente judicial argumentando que 
las decisiones de tutela únicamente tienen efectos inter partes, y ha insistido al efecto que si bien es 
cierto que la parte resolutiva de una sentencia de tutela tiene efectos inter partes, no puede 
sostenerse lo mismo respecto de la ratio decidendi, la cual es el fundamento directo e inescindible 
de la decisión y en cuanto tal constituye una norma que adquiere carácter general, y por tanto su 
aplicación se convierte en obligatoria para todos los casos que se subsuman dentro de la hipótesis 
prevista por la regla judicial,  en aras de garantizar el derecho a la igualdad y el debido proceso. 
En suma  de manera muy concreta la corte sentó que, la jurisprudencia constitucional ha reiterado 
que el desconocimiento del precedente judicial, especialmente de orden constitucional, termina 
afectando derechos fundamentales de los destinatarios de las normas, de manera que en estos 
casos, la Corte podrá conocer estos casos por vía de tutela, cuando (i) la interpretación realizada 
por el funcionario administrativo es abiertamente irrazonable o arbitraria, (ii) el funcionario ha 
desconocido la jurisprudencia de la Corte Constitucional tanto en sede de control abstracto como 
en sede de control concreto de constitucionalidad, y (iii) existe una interpretación de la Corte 
ajustada a la Constitución contraria a la aplicada por el operador administrativo. 
 Así mismo, la Corte ha aceptado que el desconocimiento de la jurisprudencia sentada por una Alta 
Corte puede conllevar, a su vez, una infracción directa de preceptos constitucionales o legales o de 
un acto administrativo de carácter general, casos en los cuales se configura igualmente el delito de 
prevaricato por acción”. 
De los apartes de la sentencia fácilmente se colige la configuración de un margen de 
prevalencia de las decisiones de la Corte Constitucional sobre las demás Cortes y por 
consiguiente de tribunales o jueces de menor jerarquía, y aunque al mismo tiempo la 
jurisprudencia del máximo tribunal Constitucional ha indicado que el precedente judicial, 
como fuente de derecho, es una herramienta auxiliar para el operador jurídico, para que este 
válidamente se aparte de él, dentro del respeto a la autonomía del juez, este deberá tener 
razones suficientes para hacerlo, de lo contrario podría caer en la trasgresión de preceptos y 
principios constitucionales. Entre tanto, lo mismo no se predica frente al carácter vinculante 




categóricamente establecido que para estas es estrictamente obligatorio su apego, no 
solamente a la Constitución y la Ley, sino “ratio decidendi” de los altos tribunales, 












































Considerando que Colombia es un Estado Social de Derecho y que las autoridades están 
instituidas para cumplir con los fines esenciales del Estado y el goce efectivo de los 
derechos fundamentales, el grupo investigador bajo estas premisas, finaliza este trabajo de 
investigación con las siguientes conclusiones: 
 
1. El ejecutivo, a través del devenir histórico-jurídico de país, ha extralimitado su 
competencia al atribuir facultades a una autoridad administrativa de reglamentar un 
asunto que versa sobre derechos de estirpe fundamental, los cuales deben ser 
desarrollados exclusivamente por la rama legislativa, a través de una Ley estatutaria. 
 
2. El ordenamiento jurídico interno, en materia de antecedentes penales, no se encuentra 
en consonancia con el ordenamiento jurídico internacional, pues en otras latitudes el 
penado bajo el cumplimiento de ciertos requisitos no solamente se encuentra con la 
posibilidad de rehabilitarse socialmente, sino que cuenta con la posibilidad y garantía 
de que sus antecedentes criminales desaparezcan. 
 
3. Las disposiciones contenidas en los actos administrativos por los cuales se ha 
adoptado el modelo de certificado judicial trasgreden el principio de supremacía 
constitucional, entre tanto que, se apartan de la doctrina jurisprudencial que sobre el 
tema ha fijado no solo el intérprete autorizado de la carta, el tribunal constitucional, 
sino también la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de Estado en sede de tutela. 
 
4. Las políticas de Estado sobre el manejo de la información delictiva generan 
consecuencias imperecederas que afectan derechos fundamentales de los titulares de 






5. El tratamiento de la información sobre antecedentes penales debe comportar la 
precautela del manejo de la información de datos sensibles personalísimos bajo el 
amparo del derecho fundamental de hábeas data. 
 
6. Según las voces de los pronunciamientos de las altas cortes publicar el dato negativo 
del titular relacionado con una condena que ya se extinguió por haberse cumplido o 
por haber operado la prescripción, vulnera los derechos al habeas data, a la intimidad, 
al buen nombre y al trabajo, en tanto que la información sobre su pasado delictivo se 
convierte en un “yugo”. 
 
7. La resistencia a modificar las decisiones administrativas sobre el modelo de 
certificado judicial en Colombia de conformidad con los numerosos pronunciamientos 
por parte de las altas cortes en calidad de jueces constitucionales; Corte Suprema de 
Justicia, Consejo de Estado y Corte Constitucional, cuyos criterios se hallan en 
armonía, se convierte en un ejercicio arbitrario del poder que transgrede el principio 
de igualdad, al olvidar la plena indisponibilidad de la Constitución. 
 
8. El derecho no debe apartarse de la realidad sustancial objeto de regulación, pues 
teniendo en cuenta que conocer los antecedentes penales generalmente es necesario 
para acceder al mercado laboral, resulta necesario que la información que se divulga 
en línea no impida la resocialización del individuo en las hipótesis de que este ya haya 
cumplido con la pena impuesta o ésta se haya declarado prescrita.  
 
9. La metodología adoptada en Colombia para la divulgación de antecedentes penales 
desconoce los fines de la pena y el respeto de los derechos fundamentales del 
individuo al imponer una carga perpetua, traducida en el estigma social que se genera 
por la divulgación de información negativa sobre el sujeto no actualizada, en suma, en 





10. Las herramientas disponibles dentro del ordenamiento jurídico interno no ofrecerán 
una solución definitiva al problema socio-jurídico que se planteo en la presente 
investigación, hasta tanto no se desarrolle una verdadera política de Estado en materia 
delictiva y sus consecuencial sociales e individuales. 
 
11. De acuerdo con  la doctrina jurisprudencial moderna, el precedente judicial ya no 
solamente es de carácter obligatorio para los jueces, con las salvedades expuestas en 
la presente monografía, sino que se extiende categóricamente a las autoridades 
administrativas, por consiguiente, siendo el almacenamiento, custodia, manejo y 
divulgación de antecedentes penales una circulación de datos sensibles de las 
personas, toda actuación administrativa de esta naturaleza, deberá atender sin más 
requisitos las decisiones que en tal sentido haya proferido las altas Cortes dentro del 
control concreto de constitucionalidad “fallos de tutela” sin olvidar la prevalencia de 
los pronunciamientos de la honorable Corte Constitucional, como intérprete 
autorizado de la carta, premisa que se traduce en el respeto del principio de 
supremacía constitucional. 
 
12. A la fecha (marzo de 2012), el objeto de la presente investigación (reglamentación de 
la expedición y/o publicación de antecedentes penales) en los términos como se 
expuso persiste en una grave violación a los principios y derechos fundamentales, en 
la medida que quien posee antecedentes penales y actualmente es requerido por 
autoridad judicial no arroja ninguna información, en tanto que, quien tiene 
antecedentes penales pero cumplió la pena o esta prescribió es tratado indiscriminada, 
injustificada y desproporcionadamente, pues la fórmula gramatical empleada por ser 
distinta de aquella adoptada para quien nunca ha sido condenado, permite deducir que 













1. Instar al Congreso de la República, que en cumplimiento de sus deberes legales y 
constitucionales y en desarrollo de su poder legislativo, reglamente mediante una ley 
estatutaria el derecho fundamental de hábeas data en asuntos relacionados con el 
registro, almacenamiento y publicación de antecedentes penales y reseña delictiva de 
los Colombianos. 
 
2. Instar al Ministerio de Defensa-Policía Nacional, para que con el acompañamiento y 
asesoría del Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, 
adopte mecanismos eficientes de seguridad para el manejo y acceso de información 
en la red sobre antecedentes penales, de acuerdo a las guías y protocolos 
internacionales, a fin de determinar si quien consulta la información está facultado 
para hacerlo y sus responsabilidades frente al uso o manejo que de de la misma. 
 
3. El Ministerio de Defensa Nacional-Policía Nacional, deberá conformar un cuerpo 
colegiado de alto nivel, especializado en temas de habeas data, a fin de estudiar la 
particularidad de cada caso y en acatamiento a los precedentes judiciales, proferidos 
en casos análogos en asuntos de registro, almacenamientos, actualización y 
publicación de antecedentes penales, resuelva las peticiones de los ciudadanos en la 
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